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ARGENTINA
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 91/03
CASO 11.804
JUAN ÁNGEL GRECO
(Argentina)
I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Juan Ángel Greco 

Peticionario (s): Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), Centro por la Justicia y el Derecho Internacional  (CEJIL)
Estado: Argentina
Informe de Admisibilidad Nº: 72/01, publicado el 10 de octubre de 2001

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 91/03, publicado el 22 de octubre de 2003
Relatoría vinculada: Personas Privadas de Libertad
Temas: Personas privadas de la Libertad/Centros de detención/Condiciones de detención/Comisarías/Cuidado y Custodia/Investigación/ Sistema Penitenciario 

Hechos: Los peticionarios alegaron que el 25 de junio de 1990 el señor Greco, de 24 años de edad, fue detenido ilegalmente y maltratado cuando trataba de obtener asistencia policial al denunciar una agresión.  Los peticionarios señalaron que mientras el Señor Greco estaba detenido en la Comisaría de Puerto Vilelas, Provincia del Chaco, se produjo un incendio en su celda, en circunstancias no aclaradas, que le provocó graves quemaduras. Asimismo, sostuvieron que la Policía era responsable de provocar el incendio y de demorar varias horas el traslado de la víctima al hospital.  El señor Greco estuvo hospitalizado hasta su fallecimiento, el 4 de julio de 1990, y enterrado, conforme a lo denunciado por los peticionarios, sin una autopsia adecuada.  Los peticionarios señalaron también que el Estado no realizó una investigación adecuada para aclarar los hechos aducidos, con lo cual denegó a la familia su derecho a que se hiciera justicia y a obtener una indemnización.

Derechos declarados admisibles: La Comisión concluyó que era competente para conocer el presente caso y que la petición era admisible conforme a los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, en lo que respecta a las supuestas violaciones de los derechos de Juan Ángel Greco conforme a los artículos (1.1), 4.1 (Derecho a la Vida), 5 (Derecho a la Integridad Personal), 7 (Derecho a la Libertad Personal), 8 (Garantías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH). 


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes, los días 23 de noviembre de 2010, 3 de noviembre de 2011, 3 de diciembre de 2012, 11 de octubre de 2013, 4 de diciembre de 2014, 15 de septiembre de 2015, 14 de septiembre de 2016, 18 de agosto de 2017 y 23 de julio de 2018. 
2. El Estado proporcionó información los días, 26 de marzo de 2011, 7 de julio de 2011, 9 de diciembre de 2013, 9 de enero de 2017, 13 de octubre de 2017, 14 de marzo de 2018 y 29 de octubre de 2018.  
3. Los peticionarios proporcionaron información los días 12 de enero de 2011, 27 de mayo de 2011, 19 de diciembre de 2013, 12 de diciembre de 2016, 13 de octubre de 2017, 24 de octubre de 2018, 11 de julio de 2018 y 1 de octubre de 2018.
III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	II.  Medidas de Reparación no Pecuniarias:

	1. El Gobierno de la Provincia del Chaco se compromete a enviar a los peticionarios y a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, por intermedio de la Dirección de Derechos Humanos de la Cancillería, fotocopia certificada y legalizada del Expediente N° 1975/90, Año 1990. 
	Total 2018
	El 1 de octubre de 2018, los peticionarios informaron que debido a que la investigación penal culminó hace varios años, no consideraban necesario pronunciarse sobre el punto.

Por su parte, el 29 de octubre de 2018, el Estado informó que se han remitido copias de los avances de la causa judicial y administrativa a los peticionarios. Adicionalmente, remitieron copias digitales del expediente administrativo. Adicionalmente, destacó que dicho expediente cuenta con un total de 2820 folios, más otros expedientes anexados, por lo que envió las partes pertinentes que corresponden a lo solicitado y se comprometió a remitir copia íntegra del expediente administrativo. 
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara. 

	2. El Gobierno de la Provincia del Chaco, en el marco de sus competencias se compromete a instar la reapertura de la causa penal y las investigaciones correspondientes.
	Parcial sustancial 2018
	El 13 de octubre de 2017, los peticionarios indicaron que para poder valorar el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa se requeriría que el Estado entregara información sobre la investigación penal llamada “Greco II”. La información deberá contener una descripción completa sobre cómo se inició la causa, si hay imputados, cuáles son los hechos objeto de investigación, qué diligencias han sido realizadas, cuáles serán los próximos pasos en la investigación y cuál ha sido el rol de la fiscalía especial de derechos humanos. El 11 de julio de 2018, los peticionarios agradecieron que la CIDH solicitara esta información. 

El 11 de julio de 2018, los peticionarios informaron que el 28 de noviembre de 2017, el Fiscal Especial realizó el requerimiento de elevación a juicio contra 5 funcionarios por delitos de encubrimiento e incumplimiento de los deberes del funcionario público, privación ilegítima de la libertad y vejaciones. Adicionalmente, resaltaron que era sumamente importante que para el delito de vejaciones, se consideren estándares internacionales de derechos humanos para que sea reemplazado por el delito de tortura. Solicitaron que el Estado les hiciera llegar el estado actual de la causa; si se aceptó, y en su caso, si se realizó la reconstrucción de la escena del hecho, pedida por el Secretario de Derechos Humanos de la provincia, querellante en la causa; y cuáles serán los próximos pasos en la investigación. 
Adicionalmente, el 1 de octubre de 2018, los peticionarios reiteraron la información presentada en julio de 2018 y resaltaron que si bien fue reabierta la investigación penal y culminó con una sentencia condenatoria, y está en curso otra investigación penal, consideran que esta cláusula todavía se encuentra pendiente de cumplimiento. 
El 29 de octubre de 2018, el Estado informó:

· Que la causa penal fue abierta en el año 2003, mediante el requerimiento de Instrucción Formal efectuada en fecha 30/10/03, por la entonces Agente Fiscal No. 3;
· La causa fue elevada a la Cámara Primera en lo Criminal de la ciudad de Resistencia de la Provincia de Chaco;

· El 31 de mayo de 2012, dictó Sentencia Judicial No. 62/12, bajo expediente No. 1-01/10, caratulado “Escobar, Juan Carlos Valdez; […] abandono de persona seguido de muerte”. Mediante el cual se resolvió absolver de culpa y cargo a Juan Carlos Escobar y Ramón Antonio Brunet, se condenó a Adolfo Eduardo Valdez y a Julio Ramón Obregón, por delito de “abuso de autoridad e incumplimiento de los deberes de funcionarios públicos, con las penas respectivas”. Sentencia que quedó firme mediante Sentencia No. 11, del 4 de marso de 2013, de la Sala Segunda en lo Criminal y Correccional del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Chaco;
· En el año 2013, de conformidad con el numeral IX de la Sentencia No. 62/12, se inició una nueva causa penal, “llamada informalmente Greco II”, tramitada ante la Fiscalía en lo Penal Especial de Derechos Humanos de la Provincia del Chaco, causa judicial No. 20298/2013-1;
· El 28 de marzo de 2018, se decretó la clausura de la investigación penal preparatoria y se elevó a juicio ante la Cámara Tercera en lo Criminal de Resistencia;
· La Causa Judicial No. 20298/2013-1 ante Cámara Tercera en lo Criminal de la Provincia, se encuentra actualmente en etapa de citación a juicio.
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial sustancial y así lo declara.

	3. Disponer la reapertura del sumario administrativo N°130/91-250690-1401 una vez reabierta la causa penal.
	Parcial sustancial 2018
	El 9 de enero de 2017, el Estado indicó que esta cláusula se encuentra debidamente cumplida, en virtud de que, se dio una reapertura del sumario administrativo y se dictó el decreto provincial No. 381 de 17 de marzo de 2014, por el cual se procedió a sancionar administrativamente a los agentes policiales Sargento Julio Obregón y Subcomisario Adolfo Valdez con la sanción de cesantía, y al Comisario Principal Juan Escobar y al ex Cabo de Policía Ramón Brunet con la sanción de 35 días de arresto y el sobreseimiento definitivo al Suboficial Principal Jorge Antonio González. Dicha información fue trasladada a los peticionarios para que presentaran sus observaciones. 

El 13 de octubre de 2017, los peticionarios indicaron que si bien existe una sanción administrativa, los familiares y representantes no tuvieron participación en el proceso de investigación ni acceso al expediente, en violación del acuerdo de solución amistosa. Adicionalmente, los peticionarios solicitaron al Estado que informara sobre la investigación administrativa. La información debe abarcar las dos causas administrativas, los hechos que fueron investigados en ambos, el resultado final de ambas, las diligencias que fueron emprendidas y la motivación y justificación respecto a su cierre.

El 1 de octubre de 2018, los peticionarios informaron que finalmente el Estado había proporcionado algunos datos informativos sobre la investigación y resaltaron que desconocían los motivos, circunstancias y pruebas que motivaron la sanción administrativa a alguno de los policías y la absolución de otros, también informaron que no conocían el tipo de sanción que les fue aplicada. Por lo anterior, consideran que  este punto no se encuentra cumplido. 

El 29 de octubre de 2018, el Estado informó que:

· El 17 de diciembre de 2005, el Órgano de Control Institucional (OCI) ordenó la reapertura de las actuaciones administrativas N°130/91-250690-1401-E, las cuales se tramitan mediante expediente No. 100-07122005-10715;
· El 3 de abril de 2008, el OCI resolvió dar a las actuaciones el carácter de Sumario Administrativo, con la finalidad de establecer la existencia o no de la responsabilidad disciplinaria;
· El 30 de septiembre de 2010, el Ministro de Gobierno, Justicia, Seguridad y Trabajo, dictó resolución No. 1551, mediante la cual dispuso la aplicación del Procedimiento sumario a la totalidad del personal que prestó servicios en la Comisaria donde ocurrieron los hechos; 

· El 17 de marzo de 2014, mediante Decreto No. 381 del Poder Ejecutivo Provincial, se sancionó administrativamente a los responsables, de la siguiente manera: con una sanción de expulsión de cesantía al Sargento Primero Julio Ramón Obregón y al Subcomisario Adolfo Eduardo Valdez. Sanción de 35 días de arresto al Comisario Principal Juan Carlos Escobar. Sobreseimiento total y definitivo al ex Cabo Ramón Antonio Brunet y el Suboficial Principal Jorge Gonzalez. Adicionalmente, dicho Decreto ordenó la instrucción de un nuevo Sumario Administrativo;
· El 24 de abril de 2015, el OCI de la Policía de la Provincia del Chaco, inició las actuaciones administrativas con carácter de ¨Sumario Administrativo¨, registrada bajo Actuación Simple No. E-21-24042015-443-A, por los nuevos hechos privación de libertad, detención ilegal y vejaciones. Para establecer la existencia o no de la responsabilidad del personal policial involucrado en los hechos;
· El 16 de julio de 2015, el OCI emitió una opinión, mediante la cual informó que en el expediente No. 100-07122005-10715 ya se habría investigado la responsabilidad total de los involucrados en el caso;
· El 14 de diciembre de 2015, la Asesoría Letrada Policial, mediante Decreto No. 4098, compartió el criterio del OCI, aconsejando el archivo de las actuaciones;

· El 30 de diciembre de 2015, la Jefatura de Policía, mediante Disposición No. 2218, dispuso el archivo de las actuaciones;

· El 30 de agosto de 2017, la Asesoría Letrada Policial emitió un nuevo Doctamente No. 3077, sugiriendo que debido a la nueva situación fáctica y procesal de los involucrados en la causa judicial, se revoque la Disposición No. 2218/15 de archivo y se reanude la investigación administrativa;
· El 30 de agosto de 2017, mediante Disposición No. 1827, el Jefe de la Policía dispuso revocar la Disposición No. 2218/15y determinó la intervención de la Dirección General del OCI, para que se reanude la investigación administrativa a los exfuncionarios involucrados;

· El 15 de diciembre de 2017, el OCI emitió una resolución, mediante la cual determinó que no habían cambiado las circunstancias del expediente E-21-24042015-443-A, por lo que rectificó la opinión y sugirió que las actuaciones permanecieran en la Dirección de Personal, hasta que la justicia Penal concluyera con la causa ¨Greco II¨;

· Finalmente, el Gobierno de la Provincia de Chaco informó que la causa administrativa se mantendrá abierta y a la espera  de los resultados de la nueva Causa Judicial. 
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial sustancial y así lo declara.

	4. Asegurar, en el marco de sus competencias, el acceso de los familiares de la víctima a las investigaciones judiciales y administrativas".
	Parcial 2018
	El 1 de octubre de 2018, los peticionarios informaron que el Estado no les había posibilitado la participación en el proceso penal, ni en el administrativo. Adicionalmente, indicaron que no se les mantuvo informados de las actuaciones ni los sucesos que se iban desarrollando.

El 29 de octubre de 2018, el Estado informó que los peticionarios han podido participar en los procesos administrativos y penales, debido a que el Estado les ha remitido oportunamente las copias certificadas de los mismos. Adicionalmente, resaltó que la madre de la víctima, quien era la persona representante de la familia, falleció y que el Estado desconoce qué familiar ha continuado en su lugar. Por todo lo anterior, el Estado manifestó que entendía que ha cumplido con el compromiso de dar participación a los familiares y peticionarios, por lo que solicitó a la CIDH declarara el cumplimiento total de la presente cláusula.
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial y así lo declara.

	III. Reparación económica: 

	Reparar económicamente a los familiares de Juan Ángel Greco en la suma de Pesos Trescientos Mil ($300.000) que se pagarán a la Sra. Zulma Bastianini de Greco a razón de Pesos Treinta Mil ($30.000) mensuales.
	Total


	IV.  Otras reparaciones:

	1. Publicación de este acuerdo en los principales medios de prensa gráficos nacionales y de la provincia del Chaco.
	Total


	2. Continuar impulsando medidas legislativas y administrativas para una mejor protección de los Derechos Humanos. Específicamente, se deja constancia que se ha elaborado y remitido a la Cámara de Diputados de la Provincia para su estudio y aprobación un Proyecto de Ley a través del cual se crea una Fiscalía Penal de Derechos Humanos. 
	Parcial sustancial 2018
	El 7 de julio de 2011, el Estado remitió fotocopia de la Ley N° 6.786 sancionada por el parlamento local y promulgada por Decreto N° 982 del 18 de mayo de 2011, mediante la que se modifica la figura de la Fiscalía en lo Penal Especial en Derechos Humanos. Al respecto, a pesar de que los peticionarios reconocen la creación de dicho órgano, han informado entre 2011 y 2015 que la actuación material de la Fiscalía no ha sido efectiva.

El 11 de julio de 2018 y 1 de octubre de 2018, los peticionarios informaron que el Estado no informó sobre las causas que lleva, el personal con el que cuenta, partida presupuestaria. Solicitan presenten no solamente los números, sino una descripción más clara con respecto a la actualización de la Fiscalía y la razones por las que pocos casos son elevados a juicio, las acciones que emprenderá para mejorar y acelerar su labor. 

El 5 de diciembre de 2017 y el 24 de octubre de 2018, el Estado informó que la Fiscalía Penal Especial de Derechos Humanos cuenta con el siguiente personal: un Jefe de Despacho, con funciones de Jefe de Mesa de entradas; un Oficial auxiliar, Secretario Gremial de la Unión de Trabajadores Judiciales, sin funciones; un Escribiente con funciones de proveyente; un Jefe de División con funciones de Ayudante de Fiscal; un Auxiliar administrativo con funciones de proveyente; un Auxiliar ayudante con funciones de ordenanza y administrativa; un Auxiliar de 1° con funciones de ordenanza, en licencia por enfermedad; un Oficial Auxiliar con funciones de proveyente; un Secretario Letrado de Cámara, en licencia por enfermedad; un Secretario de primera instancia. 

En relación a las causas archivadas y sus motivos, el Estado indicó que: 35 expedientes se encuentran archivados por el artículo 304 del CPP y 655 expedientes se encuentran archivados por el artículo 332 del CPP; Adicionalmente, el Estado presentó unos gráficos donde se observa el incremento de la cantidad de expedientes ingresados por mes y año y a los trámites anuales ante dicha Fiscalía, desde el 2013 hasta el 2017. 
En relación con las acciones emprendidas para mejorar y acelerar su labor, el Estado informó sobre la directica mediante la cual se incrementó la cantidad de horas y días de actividad vespertina; la realización de un control de la totalidad de las causas en trámite; la redistribución de los números de expedientes asignados a cada personal; se adquirió un escáner para digitalizar los escritos, para no depender del Área de Digitalización. 
Finalmente, el Estado indicó que no solo se ha creado la Fiscalía, sino también se modificó su rol inicial y se creó una Fiscalía Adjunta y agregó que dicha Fiscalía ha tenido un rol fundamental en las causas Greco I y Greco II. Por lo anterior, solicitó a la CIDH declarara el cumplimiento total de la presente cláusula.  
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial sustancial y así lo declara.

	3. Fortalecer la tarea de la Comisión Permanente de Control de los Centros de Detención creada por Resolución del Ministerio de Gobierno, Justicia y Trabajo de la Provincia del Chaco Nro. 119, de fecha 24 de febrero de 2.003. 
	Parcial
	En 2010 se promulgó la Ley 6483 que crea el Mecanismo Provincial para la Prevención de la Tortura y otros Tratos y Penas Crueles, Inhumanas y Degradantes. Las partes han dialogado y avanzado sobre la creación de un Mecanismo Provincial para la Prevención de la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles inhumanos o Degradantes. Al respecto, según lo informado por las partes, un Comité Provincial para la Prevención de la Tortura y Otros Tratos Crueles, Inhumanos y Degradantes comenzó su funcionamiento en mayo de 2012, sobre este órgano los peticionarios han cuestionado la falta de presupuesto, el cual, según su escrito de diciembre de 2016, es bastante precario, otorgándosele solo efectivamente un 30% del total que había sido inicialmente previsto. Los peticionarios solicitaron a la Comisión que inste al Estado para que proporcione información sobre el funcionamiento del Comité, incluyendo la partida presupuestaria. 

En 2017, los peticionarios solicitaron al Estado que informara sobre el Comité Provincial para la Prevención de la Tortura y otros tratos y penas cueles, inhumanos o degradantes. Debe incluir la partida presupuestaria que se le ha asignado y entregado desde el inicio de sus funciones y hasta la fecha.

El 11 de julio de 2018 y 1 de octubre de 2018, los peticionarios informaron que tras el análisis observaron que el presupuesto sigue siendo muy bajo, si se considera que entre sus tareas se encuentra monitorear un alrededor de 2,500 personas privadas de su libertad en la provincia. Asimismo, resaltaron que el comité no tiene una dedicación exclusiva, debido a que la labor la realizan mayormente los miembros de la Sociedad Civil, por lo que solicitaron que el Estado informe sobre las acciones previstas para fortalecer esta instancia. 

El 29 de octubre de 2018, el Estado presentó un informe del Comité de Prevención de la Tortura y Otros Tratos y Penas Crueles, Inhumanos y/o Degradantes, mediante el cual informó que, en relación a su funcionamiento, el mismo se encuentra   conformado por 9 miembros titulares (5 por la Sociedad Civil y 4 representantes del Estado y 5 miembros suplentes para la Sociedad Civil). Sobre su presupuesto, manifestó que en el año 2018, cuenta con un presupuesto de 8.150.000,00 y resaltó que es absolutamente insuficiente. En cuanto a la partida específica de ¨Personal Permanente¨, el Comité manifestó que supera los 6.000.000 del total del presupuesto y finalmente resaltó que a la fecha, el Comité ha ejecutado casi el 70% total del presupuesto.  En relación al personal que labora en el Comité, manifestó que no tiene personal de planta permanente, que en la actualidad 11 personas trabajan en la institución en modalidad de contrato de obra bajo condiciones precarias. 
En relación a este punto, el Estado manifestó que lo planteado por el Comité requeriría un cambio legislativo y en relación al presupuesto, indicó que es tarea del mismo Comité presentar información al Estado sobre cuanto necesitaría de partida para un normal funcionamiento. 
Al respecto, la Comisión valora los avances reportados por el Estado para el cumplimiento de esta medida e insta a las partes a dialogar sobre las medidas concretas y finales para su total implementación. 

Tomando en consideración la información aportada por el Estado, la Comisión considera que la medida continua teniendo un nivel de ejecución parcial.

	4. Acentuar la tarea del Órgano de Control Institucional (O.C.I.) creado por el Art. 35 de la Ley Orgánica Policial de la Provincia del Chaco N° 4.987 direccionándolo hacia una más efectiva protección de los derechos humanos, por parte de la Policía de la Provincia. Por iniciativa del Poder Ejecutivo se constituyó en el ámbito de la Cámara de Diputados, el Consejo Provincial para la Promoción y Educación de los Derechos Humanos creado por Ley Nro. 4.912, para lo cual ya se han designado y convocado los representantes de los distintos organismos y poderes intervinientes. (numeración por fuera del ASA)
	Clausula declarativa




IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas de las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. Ambas partes presentaron información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  

5. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La Comisión observa que  han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. La Comisión observa que el Estado aportó documentación a través de la cual se pudo corroborar el cumplimiento total del punto II.1; el cumplimiento parcial sustancial de los puntos II. 2 y 3 y IV. 2 y el cumplimiento parcial del punto II.4 del acuerdo de solución amistosa.

7. Al mismo tiempo, considera que existen cláusulas del acuerdo que son de carácter amplio y general, por lo que las partes deben trabajar conjuntamente en la definición de fórmulas que permitan medir e impulsar el cumplimiento total del acuerdo de solución amistosa. 

8. Por todo lo anterior, la CIDH insta al Estado a conformar una mesa de trabajo con la participación de los peticionarios, representantes del Comité y representantes Estatales para crear una hoja de ruta que permita el pleno funcionamiento del Comité de Prevención de la Tortura y Otros Tratos y Penas Crueles, Inhumanos y/o Degradantes.
9. La CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido e insta al Estado a suministrar información sobre la cláusula II (puntos 1, 2, 3 y 4) y cláusula IV (puntos 2 y 3).
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso:
· El Estado realizó la reparación económica, según lo acordado en el laudo arbitral;

· El Estado realizó la publicación del acuerdo de solución amistosa en los principales medios de prensa gráficos nacionales y de la provincia del Chaco;

B. Resultados estructurales del caso:
· Se creó la Fiscalía Especial Penal en materia de Derechos Humanos;
· Se promulgó la Ley 6483 que creó el Mecanismo Provincial para la Prevención de la Tortura y otros Tratos y Penas Crueles, Inhumanas y Degradante;
· Se sancionaron a las personas responsables;

· Se realizó la reapertura de la investigación penal en una nueva investigación llamada “Greco II”.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº. 102/05
CASO 12.080
SERGIO SCHIAVINI Y MARÍA TERESA SCHNACK DE SCHIAVINI
 (Argentina)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Sergio Schiavini y María Teresa Schnack De Schiavini
Peticionario (s): Maria Teresa Schnak
Estado: Argentina

Informe de Admisibilidad Nº: 5/02, publicado el 27 de febrero de 2002
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 102/05, publicado el 27 de octubre de 2005
Relatoría vinculada: N/A
Temas: Uso excesivo de la fuerza/ investigación/violencia policial
Hechos: Los peticionarios plantearon alegatos referentes a la responsabilidad del Estado por la muerte de Sergio Andrés Schiavini, ocurrida el 29 de mayo de 1991 durante un enfrentamiento entre miembros de la Policía de la Provincia de Buenos Aires y un grupo de asaltantes que tomaron como rehenes a varias personas entre las que se encontraba el joven Schiavini.  Los peticionarios señalaron como agravios por parte del Estado el uso excesivo de la fuerza durante el tiroteo; la denegación de protección y garantías judiciales; y los actos de persecución a los que se vio sometida María Teresa Schnack a partir de la muerte de su hijo, Sergio Schiavini, por impulsar los procesos de investigación. 

Derechos declarados admisibles: La Comisión concluyó que era competente para conocer el presente caso y que la petición era admisible conforme a los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, en lo que respecta a las supuestas violaciones de los derechos de Sergio Schiavini y María Teresa Schnack De Schiavini conforme a los artículos (1.1), 4 (Derecho a la Vida), 5 (Derecho a la Integridad Personal), 8 (Garantías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH). 


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes, los días 19 de noviembre de 2010, 25 de octubre de 2011, 27 de noviembre de 2012, 9 de octubre de 2013, 4 de diciembre de 2014, 15 de septiembre de 2015, 14 de septiembre de 2016, 18 de agosto de 2017 y 25 de agosto de 2018. 
2. El Estado proporcionó información los días 13 de enero de 2011, 2 de septiembre de 2015 y 29 de octubre de 2018.
3. La parte peticionaria proporcionó información los días 18 de diciembre de 2012, 30 de octubre de 2013,  4 de junio de 2014, 8  de enero de 2016, desde entonces la parte peticionaria no ha presentado información actualizada sobre el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa. 
4. El 27 de agosto de 2015, las partes sostuvieron una reunión de trabajo con la facilitación de la Comisión, con el objetivo de promover el cumplimiento de los puntos pendientes de un acuerdo de solución amistosa.

III. ANÁLISIS RELATIVA A INFORMACIÓN PROPORCIONADA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	I. La responsabilidad de agentes policiales de la Provincia de Buenos Aires en la muerte de Sergio Andrés Schiavini; […]El Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la República Argentina.
	Cláusula declarativa

	II. Medidas a adoptar

	A. Medidas de reparación pecuniarias
	Total


	B. Medidas de reparación no pecuniarias

	1. Las partes convienen en conformar un grupo de trabajo técnico, al que se invitará a participar al Gobierno de la Provincia de Buenos Aires, a efectos de realizar los estudios y diligencias necesarias para someter a consideración del Poder Legislativo, y en su caso, de las autoridades que fueran competentes, de las siguientes iniciativas tendientes a adoptar las medidas necesarias para adecuar a estándares internacionales la normativa actualmente en vigor, de conformidad con el punto 2 del acta de fecha 11 de noviembre de 2004:


	Parcial
	En 2009 se presentaron su candidato para integrar dicha Comisión. En septiembre 2010 se conformó de la Comisión de la Verdad, integrada por el Dr. Martín Esteban Scotto, nombrado por la parte peticionaria, el Dr. Carlos Alberto Beraldi, propuesto por el Estado Nacional, y el Dr. Héctor Granillo Fernández, designado por el Ministerio de Justicia de la Provincia de Buenos Aires. El 1 de septiembre de 2010, los expertos integrantes de la Comisión acodaron trabajar conjuntamente en el borrador del Reglamento de la Comisión.

En julio de 2012, la Representación Especial para Derechos Humanos en el Ámbito Internacional (REDHU) del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto procedió a la entrega de la copia íntegra de los expedientes judiciales tramitados en la Argentina a los integrantes de la referida Comisión.

En 2015, el peticionario informó que el desafío que se había presentado se refería al Reglamento de la Comisión de la Verdad, el cual estaba pendiente de aprobación debido al cuestionamiento del Estado sobre los términos en los que había sido redactado el artículo 17, el cual contiene una cláusula de indemnidad
.

El 8  de enero de 2016, la parte peticionaria informó que el 18 de septiembre de 2015 se llevó a cabo la reunión entre las autoridades de la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación, el Representante Espacial para Derechos Humanos en el ámbito Internacional del Ministerio de Relaciones Exteriores y los miembros de la Comisión de la Verdad, en la cual se acordó que los integrantes de dicha Comisión reformularían su Reglamento, en lo referente a la cuestión de indemnidad, lo cual efectivamente se habría realizado, remitiéndose la nueva propuesta de reglamento al Ministerio de Relaciones Exteriores el 25 de septiembre de 2015. Según la parte peticionaria, en la nueva versión se elimina la cuestión de la indemnidad. 
Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continua teniendo un nivel de ejecución parcial.

	a) Proyecto de reforma legislativa que establezca la obligatoriedad, sin excepción, de la realización de autopsias en todo caso de muerte violenta o sospechosa de criminalidad, incluyendo la prohibición de la participación en la misma de los miembros de las fuerzas de seguridad en aquellos hechos en los que hayan tenido participación;

b) Proyecto de reforma al Código Procesal Penal de la Nación mediante el cual se incorpora el derecho de los familiares de la víctima de optar por designar un perito de parte con carácter previo a la realización de la autopsia;

c) Análisis de la normativa vigente relacionada con la actuación del cuerpo médico forense, con el objeto de evaluar la posibilidad de modificaciones que contribuyan a garantizar transparencia y eficacia en el ejercicio de sus funciones;
	Pendiente
	En 2011, Estado indicó que la obligatoriedad de la realización de autopsias en todos los casos de muerte sospechosa y violenta, está prevista “tanto el Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires (CPPBA), como el Código de Procedimientos de la Nación (CPPN) prevén la obligatoriedad de la realización de autopsias en dichos casos”. Asimismo, indicó que dichos códigos, también, prevén la vía de la recusación por las mismas causales aplicables a los jueces, la cual puede ser utilizada de considerarse necesario cuestionar la designación de algún perito por su presunta parcialidad. 

En 2011, los peticionarios informaron que presentaron oportunamente un Proyecto de reforma legislativa que establecía la obligatoriedad de las autopsias en todo caso de muerte violenta, pero que habiendo transcurrido varios años, no se habría obtenido respuesta al mismo y que el tema no se habría abordado en ninguna reunión de trabajo con la Secretaria de Derechos Humanos. Igualmente, los peticionarios informaron que con respecto del Proyecto de reforma al Código Procesal Penal de la Nación, mediante la cual se incorporaría el derecho de los familiares de la víctima de optar por designar un perito de parte con carácter previo a la realización de la autopsia; y del Proyecto de reforma al Código Procesal Penal de la Nación, mediante la cual se introduciría, como causal de revisión, la violación de derechos humanos; que hasta la fecha y luego de varios años ambos proyectos presentados, no habrían sido tratados, ni con Secretaría de Derechos Humanos.

Sobre el punto c, los peticionarios indicaron que hasta el momento no habían logrado introducir su tratamiento en las reuniones de trabajo, asimismo, destacaron que existía un pre proyecto acordado entre la Representación Especial para Derechos Humanos en el Ámbito Internacional y el Ministerio de Relaciones Exteriores y las víctimas, el cual nunca fue considerado. 

En lo referido a la normativa que reglamenta la actuación del cuerpo médico forense, el Estado destacó las medidas adoptadas por la Corte Suprema de Justicia Nacional a través de las Acordadas 16/08, 47/09 y 22/10. En dicho marco, a través de la Acordada 47/09 se dictó el reglamento general que regula los aspectos generales que hacen a la actividad del Cuerpo Médico.

Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa pendiente de cumplimiento.

	d) Proyecto de reforma al Código Procesal Penal de la Nación, mediante la cual se introduce, como causal de revisión, la violación de derechos humanos;
e) Proyecto de reforma al Código Penal de la Nación, mediante la cual se introduce, como causal de suspensión o interrupción del curso de la prescripción, la violación de derechos humanos;       
	Pendiente
	En 2011, el Estado indicó que el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, se encontraba elaborando un proyecto de ley para impulsar la modificación del código procesal penal de la nación, a fin de incorporar como causal de procedencia del recurso de revisión, los casos en que la Corte Interamericana de Derechos Humanos dicte una sentencia.

En 2012, los peticionarios informaron sobre el Proyecto de reforma al Código Procesal Penal de la Nación, mediante la cual se introduciría, como causal de revisión, la violación de derechos humanos; que hasta la fecha y luego de varios años ambos proyectos presentados, no habrían sido tratados, ni con Secretaria de Derechos Humanos.

En 2013, los peticionarios informaron que habría presentado oportunamente cuatro proyectos de reforma al Código Procesal Penal de la Nación. 

Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa pendiente de cumplimiento.

	f) Evaluación de la legislación interna en materia de toma de rehenes y uso de la fuerza, a efectos de adecuarla a los estándares internacionales conforme al principio N° 3 de la Resolución 1989/65 de la ONU;
	Pendiente
	En 2012, los peticionarios indicaron que dicho punto no habría sido introducido en la agenda de trabajo de las reuniones mantenidas con la Secretaria de Derechos Humanos y la Representación Especial para Derechos Humanos en el Ámbito Internacional (REDHU) del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto.

En 2013, los peticionarios informaron que habría solicitado la evaluación de la legislación interna en materia de toma de rehenes y uso de la fuerza para adecuarla a estándares internacionales.

Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa pendiente de cumplimiento.

	g) Propuesta de que, para el eventual caso de que el recurso de revisión vinculado con el caso Schiavini interpuesto por la Procuración General provincial ante la Sala 111 del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires no prospere, se constituya una “Comisión de la Verdad”, a cargo del Estado nacional, con el objeto facilitar la tutela efectiva de tal derecho;
	Pendiente 
	En 2013, los peticionarios informaron que habría solicitado introducir como causal de revisión, la violación de derechos humanos; así como causal de suspensión o interrupción del curso de la prescripción.

Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa pendiente de cumplimiento.

	h)Elaboración de un proyecto normativo mediante el cual se establezca un procedimiento para la tramitación y diligenciamiento de las peticiones que se sustancien ante la Comisión y ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que contemple la creación de un órgano específico con competencia en el proceso de toma de decisiones – incluyendo la institución de la “solución amistosa” – y un mecanismo de cumplimiento de las recomendaciones y/o sentencias de la Comisión y/o de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
	Parcial 2018
	En 2009 se consensuó una Resolución Conjunta entre el Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos y el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto anexa a la cual obra un “Protocolo de Actuación del Poder Ejecutivo Nacional en los casos de implementación de decisiones recaídas en comunicaciones, peticiones y casos ante organismos internacionales”. El Estado indicó que en la actualidad dicho proyecto de resolución conjunta se encuentra en proceso de aprobación.

En 2012, los peticionarios indicaron que tenían conocimiento de un proyecto normativo elaborado por el Estado Argentino, el cual fue rechazado y que resultaría ineficaz para el cumplimiento de las reparaciones comprometidas por el Gobierno Argentino en el presente caso.

En el 2018, la Comisión tomó conocimiento de que la Provincia de Buenos Aires está avanzando con un proyecto de ley para la implementación de las decisiones del sistema interamericano de derechos humanos, incluyendo las soluciones amistosas. 

La Comisión considera que dicho proyecto es de gran importancia y felicita a la provincia de Buenos Aires por la iniciativa, y le insta a finalizar prontamente dicho proceso de aprobación. Al mismo tiempo, la Comisión considera que el compromiso del Estado en este acuerdo de solución amistosa debe materializarse en una legislación de carácter nacional para la implementación de las decisiones del SIDH, por lo que urge al Estado a aprobar de manera urgente esa legislación. 

Tomando en consideración los elementos de información mencionados, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial y así lo declara.

	2.El Gobierno de la República Argentina se compromete a facilitar las actividades del grupo de trabajo, como así también a proporcionarles el soporte técnico y el uso de las instalaciones que sean necesarias para el desarrollo de su tarea, comprometiéndose a informar periódicamente a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos acerca de los resultados de la gestión encomendada al grupo técnico, invitándose a la Comisión a participar activamente en la evaluación de los proyectos que de allí surjan, como así también del seguimiento y desarrollo de tales iniciativas.
	Pendiente
	Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa pendiente de cumplimiento.



	3. El Gobierno de la República Argentina se compromete a dar a publicidad el presente acuerdo en el Boletín Oficial de la República Argentina, en el diario “La Unión” de Lomas de Zamora, y en los diarios “Clarín”, “La Nación” y “Página/12”, una vez que éste sea homologado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos conforme lo dispuesto por el artículo 49 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
	Total 2018
	El 23 de octubre de 2018, el Estado informó que el 2 de junio de 2005 se realizó la publicación del texto completo del acuerdo de solución amistosa en el Boletín Oficial de la República, específicamente en las páginas 4 y 5. Adicionalmente, remitió copias de la publicación del acuerdo de solución amistosa, realizadas el 4 de septiembre de 2018, en los periódicos Diario “La Unión” de Lomas de Zamora, La Nación, El Clarín y Página 12.  
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
5. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. Por su parte, la parte peticionaria no presentó información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  

6. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información suficiente para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018.
V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
7. La Comisión observa que el Estado aportó documentación a través de la cual se pudo corroborar la publicación del acuerdo de solución amistosa en el Boletín Oficial de la República Argentina y en los tres periódicos acordados, por lo que declara que el cumplimiento total de la cláusula II punto B.3. 
8. Con base en la información disponible, la Comisión concluye que existen medidas de reparación no pecuniaria que continúan pendientes de cumplimiento. Por lo expuesto, la Comisión concluye que el acuerdo amistoso se encuentra parcialmente cumplido. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando los puntos pendientes.
9. Por lo anterior, la CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido e insta al Estado a suministrar información sobre la cláusula II (puntos B.1 y B.2) del acuerdo de solución amistosa.
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso:
· El Estado realizó la reparación económica, según lo acordado en el laudo arbitral;
· El Estado realizó la publicación del acuerdo de solución amistosa, según lo acordado. 

B. Resultados estructurales del caso:

· Se conformó de la Comisión de la Verdad para realizar los estudios y diligencias necesarias para someter a consideración del Poder Legislativo o de las autoridades competentes iniciativas tendientes a adoptar las medidas necesarias para adecuar a estándares internacionales la normativa actualmente en vigor.
· Creación de un proyecto de ley en la Provincia de Buenos Aires para el cumplimiento de las decisiones del SIDH. 
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 81/08
CASO 12.298
FERNANDO GIOVANELLI 
(Argentina)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Fernando Giovanelli

Peticionario (s): Ana Giovanelli

Estado: Argentina

Informe de Admisibilidad Nº: 30/01, publicado el 22 de febrero de 2001 
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 81/08, publicado el 30 de octubre de 2008
Relatoría vinculada: Personas Privadas de Libertad

Temas: Investigación/Violencia policial/Detención arbitraria o ilegal/Ejecuciones sumarias, extrajudiciales o arbitrarias
Hechos: Los peticionarios alegaron la responsabilidad del Estado por la muerte de Fernando Horacio Giovanelli, quien alrededor de las 21:45 horas del 17 de octubre de 1991, a escasos metros de su hogar fue interceptado por funcionarios de la Policía de la Provincia de Buenos Aires, y luego de requerirle su identificación, lo detuvieron y trasladaron en un móvil sin identificación a la sede de la Comisaría Tercera de Quilmes. Los peticionarios sostienen, que en dicho local policial la presunta víctima fue brutalmente golpeada y luego trasladada hasta la ubicación del Puente 14 de Agosto (Partido de Quilmes) a pocos metros de la comisaría, donde fue arrojada a la vereda y asesinada por uno de los agentes policiales con un disparo de arma de fuego en su cabeza (con ingreso en el lóbulo de la oreja izquierda).También afirmaron, que con posterioridad su cuerpo fue trasladado hasta la zona conocida como “Villa Los Eucaliptos”, la cual pertenece a la jurisdicción de la Comisaría y, arrojado aproximadamente dos horas y media después de su muerte enfrente de la villa miseria. En relación con la investigación de los hechos, los peticionarios alegaron que la versión de los hechos expuesta en el atestado policial que sirvió de base para la respectiva causa penal estaba lleno de inconsistencias; que la investigación policial fue deliberadamente orientada para encubrir la verdad del homicidio; y que los distintos jueces que tuvieron a cargo la causa se limitaron a producir prueba poco conducente para el esclarecimiento de la muerte del joven Giovanelli y, no confrontaron los elementos que aparecieron confusos, sospechosos y contradictorios en la causa.
Derechos declarados admisibles: La Comisión concluyó que era competente para conocer el presente caso y que la petición era admisible conforme a los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, en lo que respecta a las supuestas violaciones de los derechos de Fernando Giovanelli conforme a los artículos (1.1), 4.1 (Derecho a la Vida), 5 (Derecho a la Integridad Personal), 7 (Derecho a la Libertad Personal), 8 (Garantías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH). 


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes sobre el estado de cumplimiento del acuerdo de solución amistosa, los días 22 de noviembre de 2010, 26 de octubre de 2011, 3 de diciembre de 2012, 9 de octubre de 2013, 4 de diciembre de 2014, 15 de septiembre de 2015, 14 de septiembre de 2016, 18 de agosto de 2017 y 23 de julio de 2018.
2. El Estado proporcionó información los días 26 de noviembre de 2013, 10 de diciembre de 2013, 23 de julio de 2018 y 29 de octubre de 2018. 
3. Desde el 3 de diciembre de 2013, la parte peticionaria no ha presentado información actualizada sobre el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa. 
III. ANÁLISIS RELATIVA A INFORMACIÓN PROPORCIONADA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	II. La responsabilidad primaria de la Provincia de Buenos Aires. 
	Cláusula declarativa

	III. Medidas a adoptar

	a. Medidas de reparación pecuniarias
	Total



	b. Medidas de reparación no pecuniarias

	1. El Gobierno de la República Argentina se compromete a dar a publicidad el presente acuerdo una vez que éste sea homologado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos conforme lo dispuesto por el artículo 49 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en el "Boletín Oficial de la República Argentina", y en un diario de alcance nacional mediante una gacetilla de prensa, cuyo texto será consensuado previamente con los familiares de la víctima.
	Total 2018
	El 29 de octubre de 2018, el Estado informó que el 1 de julio de 2008 publicó el texto completo del acuerdo de solución amistosa en el Boletín Oficial de la República. Adicionalmente, informó que realizó la publicación del acuerdo de solución amistosa, en los diarios de alcance nacional.   
Al respecto, la parte peticionaria no proporcionó observaciones sobre este punto. 

De la búsqueda libre de la Comisión, se pudo corroborar la publicación de información sobre el acuerdo de solución amistosa en al menos un diario de amplia circulación nacional
. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.

	2. El Gobierno de la República Argentina asume el compromiso de invitar al Gobierno de la Provincia de Buenos Aires a que informe respecto del estado de los siguientes expedientes que se encuentran radicados en dependencias públicas de la jurisdicción provincial, hasta su definitiva conclusión:

 a) Expediente Nº 1-2378 caratulado "N.N. s/Homicidio - víctima: Giovanelli, Fernando Horacio" en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional de Transición Nº 3 del Departamento Judicial de Quilmes, Provincia de Buenos Aires.

 b) Expediente N° 3001-1785/00 caratulado "Suprema Corte de Justicia - Secretaría General S/Situación Irregular observada en la tramitación de la causa Nº 1-2378 del Juzgado Criminal y Correccional de Transición Nº 3 de Quilmes", en trámite ante la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires - Oficina de Control Judicial e Inspección.
	Parcial
	En 2013, el Estado informó que el Expediente No. 1-2378 caratulado "N.N s/ homicidio-víctima: Giovanelli, Fernando Horacio", había sido desarchivado.

El 29 de octubre de 2018, el Estado informó que solicitó al Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional de Transición No. 3 del Distrito Judicial de Quilmes, le remitiera información actualizada referente al estado procesal del Expediente No. 1-2378. Adicionalmente, indicó que se encuentra a la espera de respuesta.

Al respecto, la parte peticionaria no proporcionó observaciones sobre este punto. 

Al respecto, la Comisión continúa a la espera de la información sobre el resultado del proceso de investigación que pende ante el Juzgado de Primera Instancia. 

Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continua teniendo un nivel de ejecución parcial.


	3. El Gobierno de la República Argentina se compromete a invitar al Gobierno de la Provincia de Buenos Aires a evaluar la posibilidad de incorporar el caso "Giovanelli" a los planes de estudio actualmente en vigencia en los institutos de formación policial como medida de no repetición de prácticas violatorias de derechos humanos.
	Total 2018
	En 2013 el Estado informó que la Directora de Planificación e Investigación Educativa ha trabajado en la elaboración de un plan de formación policial con perspectiva de DH.
El 23 de julio de 2018, el Estado informó que el 27 de abril de 2017 entró en vigor el Diseño Curricular para la Escuela de Policía Juan Vucetich y Sedes Descentralizadas, por parte de la Dirección General de Cultura y Educación de la provincia de Buenos Aires. Adicionalmente presentaron el plan de estudio que corresponde a dos niveles formativos: el primero correspondiente al título intermedio de “Auxiliar en seguridad pública” con 16 asignaturas y 1680 horas de cátedra, que promueve una formación humanística, legal y técnica que lo habilita para proteger, promover y fortalecer la seguridad, finalmente indicó las asignaturas correspondiente al curso.

El segundo nivel es un módulo temático titulado “Situación de las víctimas, victimarios y del personal policial”, cuenta con 13 asignaturas y un total de 1488 horas de cátedra. El Estado indicó además, que el Diseño Curricular de ambos cursos se sustenta en las previsiones normativas establecidas en la Ley No. 26.206, 26.058 24.521 y 13.688 y que los egresados de ambos niveles se harán acreedores del título “Técnico Superior en Seguridad Pública”.
Al respecto, la parte peticionaria no proporcionó observaciones sobre este punto. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.

	4. El Gobierno de la República Argentina se compromete a elaborar un proyecto normativo mediante el cual se establezca un procedimiento para la tramitación y diligenciamiento de las peticiones que se sustancien ante la Comisión y ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que contemple el proceso de toma de decisiones —incluyendo la institución de la "solución amistosa"—, un mecanismo de tratamiento de las recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y un procedimiento de cumplimiento de las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en consonancia con lo prescripto en el artículo 28 (cláusula federal) en relación con los artículos 1 inciso 1 (obligación genérica de respeto y garantía) y 2 (deber de adoptar disposiciones de derecho interno), de la Convención Americana de Derechos Humanos.
	Parcial 2018
	En el 2018, la Comisión tomó conocimiento de que la Provincia de Buenos Aires está avanzando con un proyecto de ley para la implementación de las decisiones del sistema interamericano de derechos humanos, incluyendo las soluciones amistosas. 

La Comisión considera que dicho proyecto es de gran importancia y felicita a la provincia de Buenos Aires por la iniciativa, y le insta a finalizar prontamente dicho proceso de aprobación. Al mismo tiempo, la Comisión considera que el compromiso del Estado en este acuerdo de solución amistosa debe materializarse en una legislación de carácter nacional para la implementación de las decisiones del SIDH, por lo que urge al Estado a aprobar de manera urgente esa legislación. 

Tomando en consideración los elementos de información mencionados, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial y así lo declara.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. Por su parte, la parte peticionaria no presentó información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  
5. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018.
V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. En relación a la cláusula b.1, referida con la publicación del acuerdo de solución amistosa, la Comisión observa que el Estado aportó documentación a través de la cual se pudo corroborar la publicación del acuerdo en el Boletín Oficial de la República Argentina. Sin embargo no presentó documentación que demuestre la publicación del acuerdo en los dos diarios de circulación nacional, por lo que declara que la cláusula II punto B.3, se encuentra parcialmente cumplida. 
7. En relación a la cláusula b.3 sobre la incorporación del caso "Giovanelli" a los planes de estudio actualmente en vigencia en los institutos de formación policial, la CIDH observa que efectivamente se ha realizado, por la que declara totalmente cumplida.
8. La Comisión insta a las partes a trabajar conjuntamente en la definición de fórmulas que permitan medir e impulsar el cumplimiento total del acuerdo de solución amistosa. La Comisión también insta a la parte peticionaria a presentar información detallada sobre los avances en el cumplimiento de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. 
9. Por lo anterior, la CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido e insta al Estado a suministrar información sobre la cláusula b (puntos 2 y 4).  
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso
· El Estado realizó la reparación económica, según lo acordado en el laudo arbitral;
· El Estado realizó la publicación del acuerdo de solución amistosa el Boletín Oficial de la República Argentina.
B. Resultados estructurales del caso

· Entró en vigor el Diseño Curricular para la Escuela de Policía Juan Vucetich y Sedes Descentralizadas, por parte de la Dirección General de Cultura y Educación de la provincia de Buenos Aires.;
· Se desarchivó el expediente No. 1-2378;
· Creación de un proyecto de ley en la Provincia de Buenos Aires para el cumplimiento de las decisiones del SIDH. 
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 79/09
CASO 12.159
GABRIEL EGISTO SANTILLÁN 
(Argentina)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Gabriel Egisto Santillán
Peticionario (s): Mirta Liliana Reigas
Estado: Argentina
Informe de Admisibilidad Nº: 72/03, publicado el 22 de octubre 2003
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 79/09, publicado el 6 de agosto de 2009
Relatoría vinculada: Niños, Niñas y Adolescentes
Temas: Uso excesivo de la fuerza/ investigación/violencia policial

Hechos: Los peticionarios alegaron la responsabilidad del Estado por la muerte de Gabriel E. Santillán, ocurrida el 8 de diciembre de 1991, cuando contaba con 15 años de edad, a causa de un impacto de bala recibido el 3 de diciembre de 1991, en circunstancias en que miembros de la Policía de la Provincia de Buenos Aires perseguían a individuos no identificados acusados de la sustracción de un vehículo. La denuncia se refiere también a la supuesta denegación de protección y garantías judiciales por falta de debida diligencia en el proceso de investigación de los hechos y sanción de los responsables por la muerte de Gabriel E. Santillán.

Derechos declarados admisibles: La Comisión concluyó que era competente para conocer el presente caso y que la petición era admisible conforme a los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, en lo que respecta a las supuestas violaciones de los derechos de Gabriel Egisto Santillán conforme a los artículos (1.1), 4 (Derecho a la Vida), 5 (Derecho a la Integridad Personal), 8 (Garantías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH). 


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes sobre el estado de cumplimiento del acuerdo de solución amistosa los días 14 de septiembre de 2016, 14 de octubre de 2016, 21 de noviembre de 2016, 18 de septiembre del 2017 y 23 de julio de 2018.
2. El Estado proporcionó información los días 3 de noviembre de 2015, 25 de septiembre de 2018 y 29 de octubre de 2018.
3. La parte peticionaria proporcionó información los días 6 de marzo de 2014, 5 de julio de 2018, 10 de julio de 2018, 23 de agosto de 2018 y 19 de octubre de 2018. 
III. ANÁLISIS RELATIVA A INFORMACIÓN PROPORCIONADA
	Cláusulas del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	II. La responsabilidad primaria de la Provincia de Buenos Aires. 
	Cláusula declarativa

	A. Medidas de reparación pecuniarias
	Total 


	B. Medidas de reparación no pecuniarias

	1. El Gobierno de la República Argentina se compromete a dar a publicidad el presente acuerdo una vez que éste sea homologado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos conforme lo dispuesto por el artículo 49 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en el “Boletín Oficial de la República Argentina”, y en un diario de alcance nacional mediante una gacetilla de prensa, cuyo texto será consensuado previamente con los familiares de la víctima. 
	Total 2018
	El 25 de septiembre de 2018 el Estado remitió la gacetilla de prensa, mediante la cual se publicó el acuerdo de solución amistosa en un diario de alcance nacional. 
Por su parte, el 19 de octubre de 2018, la peticionaria manifestó que de la información proporcionada por el Estado, se podía observar que había cumplido con la obligación de dar publicidad al acuerdo de solución amistosa. Por lo que consideró que la cláusula B.1 se encontraba cumplida totalmente. 
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara. 

	2. El Gobierno de la República Argentina asume compromiso de invitar al Gobierno de la Provincia de Buenos Aires a que informe respecto del estado de los siguientes expedientes que se encuentran radicados en dependencias públicas de la jurisdicción provincial, hasta su definitiva conclusión:

 a. Expediente N° 5-231148-2 caratulado “Atentado y Resistencia a la autoridad en concurso ideal con Abuso de Armas, Homicidio y Hallazgo de Automotor, Víctima: Santillán, Gabriel Egisto” en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional de Transición N° 2 del Departamento Judicial de Morón, Provincia de Buenos Aires.  

b. Expedientes número 3001-2014/99, caratulado “Ministerio de Justicia. Santillán, Gabriel Egisto. Informe sobre causa N° 23.148/91” y 3001-465/05 caratulado “Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires – Subsecretaría de Justicia remite causa 12.159 – Santillán, Gabriel Egisto”, ambos radicados ante la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires. 
	Parcial sustancial 2018
	En 2012 los peticionarios indicaron que ambos expedientes se encuentran archivados. Adicionalmente, solicitaron una autorización judicial para exhumar el cuerpo y cremarlo, a la vez de arbitrar las medidas pertinentes junto al Equipo de Antropología Forense para preservar su ADN en vista de un posible cotejo, si ocurriera la aparición de los restos de su padre Omar Santillán. En 2015, el Estado indicó que no existen impedimentos legales por parte del juzgado para llevar a cabo la misma.

El 25 de septiembre de 2018, el Estado informó que la Subsecretaría de Derechos Humanas de personas Privadas de la Libertad de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, remitió la causa el 30 de junio de 2016 a la Suprema Corte de la Provincia mediante el oficio “Causa No. 5-23148-2 caratulada Homicidio – Atentado y Resistencia a la Autoridad con Abuso de Armas, Víctima Gabriel Santillán”.  Adicionalmente, el Estado certificó que los expedientes iniciados en 1991 no fueron destruidos.
El 19 de octubre de 2018, la peticionaria indicó que quedaba pendiente de la respuesta del Estado sobre los resultados de la investigación de la causa N0. 5-23148-2, la cual se encuentra en la Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires. 

El 29 de octubre de 2018, el Estado informó que había solicitado a la Corte Suprema de Justicia de Buenos Aires información sobre los trámites en los expedientes No. 23.148/91 y 3001-465/05. Sin embargo, resaltó que a la fecha de no habían obtenido respuesta.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que el Estado ha avanzado en el cumplimiento de esta medida pero que aún hace falta impulsar una respuesta de la Corte Suprema de Justicia de Buenos Aires, a efectos de finalizar el proceso de implementación. Por lo anterior, la Comisión considera que el Estado ha logrado un cumplimiento parcial sustancial y así lo declara.

	3. El Gobierno de la República Argentina se compromete a hacer sus mejores esfuerzos para realizar, a la mayor brevedad posible, una actividad académica relacionada con la problemática vinculada con la interacción y articulación entre el Estado Federal y los Estados Provinciales en materia de cumplimiento de obligaciones asumidas internacionalmente, a la luz de lo dispuesto por el artículo 28 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.   
	Total 2018
	El 10 de julio de 2018, la peticionaria manifestó que no se había realizado la actividad académica, informó entender que había transcurrido muchos años, pero que igual quisiera saber sobre los esfuerzos realizados por el Estado para dar cumplimiento al presente punto, los motivos por los que no se logró avanzar y la falta de compromiso de la Provincia de Buenos Aires.  

El 25 de septiembre de 2018, el Estado informó a través del Consejo Federal en conjunto con las Altas Autoridades de Derechos Humanos del Estado, que se han venido desarrollando encuentros regionales sobre “la relación entre la agenda de desarrollo sostenible 2030 y las recomendaciones internacionales del tercer ciclo del Examen periódico Universal”. Todo ello con la finalidad de difundir las recomendaciones de los órganos de tratados y el EPU y concientizar sobre la necesidad de imprimir una perspectiva federal en los informes de país. 
El 19 de octubre de 2018, la peticionaria informó que observada la comunicación presentada por el Estado, procedía a aceptar como cumplido lo acordado en la cláusula B.3 del acuerdo de solución amistosa.
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que el Estado ha logrado un cumplimiento total de este extremo del acuerdo y así lo declara.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. Ambas partes presentaron información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  

5. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018.
V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. Tomando en consideración la información suministrada por las partes, la Comisión declara que los compromisos establecidos en el inciso B (1) y (3) de la cláusula II del acuerdo de solución amistosa sobre publicación del acuerdo y la realización de una actividad académica se encuentran totalmente cumplidos.

7. La Comisión observa que han existido avances sustanciales en el cumplimiento del punto B (2) de la cláusula II del acuerdo de solución amistosa e insta a la Corte Suprema de la Provincia de Buenos Aires a emitir su decisión dentro del referido asunto a la brevedad, de manera que el Estado pueda dar cumplimiento total a este acuerdo de solución amistosa. 
8. Por lo anterior, la CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido y que el nivel de su ejecución es sustancial. 
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso:
· El Estado realizó la reparación económica, según lo acordado en el laudo arbitral;

· El Estado realizó la publicación del acuerdo de solución amistosa, según lo acordado.
B. Resultados estructurales del caso:
· El Estado desarrolló encuentros regionales “la relación entre la agenda de desarrollo sostenible 2030 y las recomendaciones internacionales del tercer ciclo del Examen periódico Universal”. Todo ello con la finalidad de difundir las recomendaciones de los órganos de tratados y el EPU y concientizar sobre la necesidad de imprimir una perspectiva federal en los informes de país.
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 17/10
CASO 12.536
RAQUEL NATALIA LAGUNAS Y SERGIO SORBELLINI 
(Argentina)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Raquel Natalia Lagunas y Sergio Sorbellini

Peticionario (s): Leandro Nicolás Lagunas y Graciela Isabel Lambert de Lagunas, Ricardo Thompson
Estado: Argentina

Informe de Admisibilidad Nº: 14/06, publicado el 2 de marzo de 2006
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 17/10, publicado el 16 de marzo de 2010
Relatoría vinculada: Niños, Niñas y Adolescentes
Temas: Niños, niñas y adolescentes/Jóvenes/Ejecuciones sumarias, extrajudiciales o arbitrarias/Investigación
Hechos: Los peticionarios alegaron que el día 12 de marzo de 1989, luego de la hora de almuerzo, sus hijos Sergio Antonio Sorbellini y Raquel Natalia Lagunas salieron al campo en una bicicleta doble a buscar pasto para sus conejos. En vista de que no regresaron, sus padres y familiares habían comenzado a buscarlos. Según los peticionarios, el día 13 de marzo de 1989, a horas del mediodía, los familiares de las víctimas habrían hallado muertos a balazos a Raquel Natalia Lagunas y Sergio Antonio Sorbellini, de 17 y 19 años respectivamente, en Río Colorado, una comunidad rural pequeña y aislada en la Provincia de Río Negro.  Adicionalmente, los peticionarios  señalaron que a partir del hallazgo de los cuerpos, en lugar de iniciarse una investigación eficaz, se habría desplegado una actividad policial con el fin de encubrir el hecho y borrar o tergiversar las pruebas. De manera específica, los peticionarios indicaron la existencia de las siguientes irregularidades en la primera etapa del proceso: no se habría resguardado el lugar en el que se encontraron los cadáveres; se habrían borrado huellas del lugar; se habría sustituido la ropa interior de Raquel Lagunas; la pericia balística del Perito Arriola habría sido fraguada; las autopsias descritas por los médicos no habrían sido realizadas; funcionarios policiales habrían fraguado declaraciones testimoniales; varios elementos secuestrados por las autoridades de la policía habrían desaparecido; actas de procedimiento habrían sido fraguadas, entre otras.

Derechos declarados admisibles: La Comisión concluyó que era competente para conocer el presente caso y que la petición era admisible conforme a los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, en lo que respecta a las supuestas violaciones de los derechos reconocidos en los artículos 4 (Derecho a la Vida), 5 (Derecho a la Integridad Personal), 8 (Garantías Judiciales), 19 (derechos del niño) y 25 (Protección Judicial) en relación con las obligaciones generales consagradas en los artículos 1 y 2 de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH). 


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes sobre el estado de cumplimiento del acuerdo de solución amistosa, los días 14 de septiembre de 2016, 18 de agosto de 2017 y 25 de Julio de 2018.
2. El Estado proporcionó información los días 22 de febrero de 2016. 
3. La parte peticionaria proporcionó información los días 27 de septiembre de 2012 y 2 de noviembre de 2018. 
III. ANÁLISIS RELATIVA A INFORMACIÓN PROPORCIONADA
	Cláusulas del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	El Gobierno de la Provincia de Río Negro reconoce su responsabilidad por las deficiencias en la investigación de los hechos denunciados
	Cláusula declarativa

	A. Medidas de reparación no pecuniarias

	1. El Gobierno de la Provincia de Río Negro se compromete, en pleno respeto a la división de poderes, a realizar sus mejores esfuerzos para continuar con las investigaciones del caso hasta las últimas consecuencias. Con ese objeto, y tal como se dejara constancia en el acta de fecha 8 de noviembre de 2007, el Gobierno de la Provincia de Río Negro y los peticionarios convienen en constituir una Comisión de Seguimiento a efectos de realizar un monitoreo de los avances del expediente judicial a fin de elaborar un diagnóstico de la causa para evaluar los pasos a seguir, a la que se invitará a participar al Estado nacional. Las partes acordarán la constitución de dicha comisión.
	Parcial
	En 2011, el Estado informó que se había constituido la “Comisión de Seguimiento del Doble Crimen de Río Colorado” y que no habría sido posible que familiares de las víctimas fueran parte de esa Comisión, por negativa de los mismos a participar. Indicó que en la causa seguida por la investigación, el fiscal habría manifestado que no habrían surgido nuevas evidencias que ameritaran el análisis de alguna hipótesis delictiva no contemplada con anterioridad y que tampoco habría habido la posibilidad de producir pruebas eficientes al esclarecimiento de las muertes de Sergio Antonio Sorbellini y Raquel Natalia Lagunas. 

El 27 de septiembre de 2012, el peticionario informó que no habría tenido lugar una sola reunión para constituir la “Comisión de Seguimiento del Doble Crimen de Río Colorado”, desde noviembre de 2007.

El 2 de noviembre de 2018, los peticionarios informaron que hasta la fecha no se ha llevado a cabo ni una reunión de trabajo de la Comisión de la Verdad. Que se había realizado una reunión privada con el entonces Ministro de Seguridad, en la cual se elaboró un acta de reunión de trabajo. Por lo anterior, solicitaron que el Estado informara los nombres de quienes conforman la comisión, lugares y fechas de reunión, actividades realizadas, y actas de reunión.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por la parte peticionaria, la Comisión considera que el nivel de cumplimiento de esta medida sigue siendo parcial.

	2. Asimismo, y tal como fuera comprometido en el punto 1.b del acta de fecha 6 de diciembre de 2006, se deja constancia que el Gobierno de la Provincia de Río Negro ha procedido a la implementación de un "Fiscal en Comisaría" en la ciudad de Río Colorado, que será nombrado por concurso público.
	Total


	3. En cuanto a la reivindicación del buen nombre y honor de Raquel Natalia Lagunas y Sergio Sorbellini, se deja constancia que el Gobierno de la Provincia de Río Negro procedió a la publicación de la declaración pública convenida en el punto 2 del acta de fecha 30 de septiembre de 2002. 
	Total


	4. Como otra medida de satisfacción, se deja constancia del cumplimiento del punto 3 del acta de fecha 30 de septiembre de 2002, en virtud del cual el Concejo Deliberante de la Ciudad de Río Colorado designó con el nombre de Raquel Lagunas y Sergio Sorbellini a una plaza de dicha ciudad.
	Total


	B. Medidas de reparación  pecuniarias
	Total



IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el peticionario en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. Por su parte, la parte el Estado no presentó información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  
5. Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información suficiente para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018.
V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. En virtud de la información suministrada por las partes, la Comisión concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido e insta a las partes a suministrar información sobre la cláusula A.1.
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso:
· El Estado realizó el pago correspondiente a la reparación económica;
· La Provincia de Río Negro procedió a la publicación de la declaración pública convenida en el punto 2 del acta de fecha 30 de septiembre de 2002, para revindicar el buen nombre y honor de Raquel Natalia Lagunas y Sergio Sorbellini;

· El Concejo Deliberante de la Ciudad de Río Colorado designó con el nombre de Raquel Lagunas y Sergio Sorbellini a una plaza de dicha ciudad.

B. Resultados estructurales del caso:
· Se implementó la figura del "Fiscal en Comisaría" en la ciudad de Río Colorado, nombrado por concurso público;
· La Provincia de Río Negro ha procedido a la implementación de un "Fiscal en Comisaría" en la ciudad de Río Colorado, que será nombrado por concurso público.
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 160/10
PETICIÓN 242/03
INOCENCIA LUCA PEGORARO 
(Argentina)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Inocencia Luca Pegoraro

Peticionario (s): Abuelas de Plaza de Mayo, Estela Barnes de Carlotto

Estado: Argentina

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 160/10, publicado el 1 de noviembre de 2010
Relatoría vinculada: Derecho de las Mujeres; Derecho de Niñas, Niños y Adolescentes; 
Temas: Niños, niñas y adolescentes/Jóvenes/Detención arbitraria o ilegal/Derechos sexuales y reproductivos/ Desaparición forzada/ Investigación
Hechos: Los peticionarios alegaron la responsabilidad del Estado por los hechos ocurridos el 18 de junio de 1977, cuando Susana Pegoraro, hija de Inocencia Pegoraro, con cinco meses de embarazo, fue detenida y llevada al Centro Clandestino de Detención que funcionó durante la dictadura militar en la Escuela de Mecánica de la Armada (ESMA). Según el testimonio de Inocencia Luca Pegoraro, Susana Pegoraro dio a luz a una niña en el interior de esas instalaciones. Las peticionarias señalan que, en 1999,  Inocencia Luca Pegoraro y Angélica Chimeno de Bauer, se constituyeron en parte querellante e iniciaron un proceso ante las autoridades judiciales, denunciando la sustracción de su nieta, a quien identificaron como Evelin Vásquez Ferra. En primer momento, el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal No. 1 ordenó una prueba pericial con el fin de establecer la identidad de Evelin Vásquez Ferra. Sin embargo, ante una impugnación de esta prueba, la diligencia fue decidida finalmente por la Corte Suprema como no compulsiva, por considerar dicha actuación pericial de carácter complementario para los fines del proceso, dado que los padres adoptivos Policarpo Luis Vásquez y Ana María Ferra, habían confesado que Evelin Vásquez Ferra no era su hija biológica; y además consideró que su realización compulsiva era violatoria al derecho de intimidad de esta última. Las peticionarias alegaron que dicha resolución de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, cerró las puertas a una posible investigación de la desaparición de Susana Pegoraro y Raúl Santiago Bauer además de  la identificación de Evelin Vásquez Ferra.  

Derechos alegados: Los peticionarios alegaron que la República Argentina violó los artículos 5 (Derecho a la Integridad Personal), 8 (Garantías Judiciales), 17 (Protección a la familia) y 25 (Protección Judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes sobre el estado de cumplimiento del acuerdo de solución amistosa los días 18 de agosto de 2017 y 23 de julio de 2018.
2. El Estado proporcionó información los días 5 de noviembre de 2015, 22 de agosto de 2016, 17 de enero de 2017 y 8 de noviembre de 2018. 
3. La parte peticionaria proporcionó información los días 11 de mayo de 2016, 21 de abril de 2017, 7 de septiembre del 2017 y 24 de septiembre de 2018. 
III. ANÁLISIS RELATIVA A INFORMACIÓN PROPORCIONADA
	Cláusulas del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	1.
Reconocimiento de hechos. Adopción de medidas
	Cláusula declarativa

	2.
Medidas de reparación no pecuniarias

	2.1. 
Sobre el Derecho a la Identidad

a.
 El Poder Ejecutivo Nacional de la República Argentina se compromete a enviar al Honorable Congreso de la Nación un proyecto de ley para establecer un procedimiento para la obtención de muestras de ADN que resguarde los derechos de los involucrados y resulte eficaz para la investigación y juzgamiento de la apropiación de niños originada durante la dictadura militar.

b.
El Poder Ejecutivo Nacional de la República Argentina se compromete a enviar al Honorable. Congreso de la Nación un proyecto de ley para modificar la legislación que regula el funcionamiento del Banco Nacional de Datos Genéticos, a fin de adecuarla a los avances de la ciencia en la materia.
	Total 



	2.2. 
Sobre el Derecho de Acceso a la Justicia

a.       El Poder Ejecutivo Nacional de la República Argentina se compromete a enviar al Honorable Congreso de la Nación un proyecto de ley para garantizar de un modo más eficaz la participación judicial de las víctimas -entendiendo por tales a las personas presuntamente apropiadas como a sus legítimos familiares- y de las asociaciones intermedias conformadas para la defensa de sus derechos en los procesos en los que se investiga la apropiación de niños.
	Total



	b.
 El Poder Ejecutivo Nacional de la República Argentina se compromete a adoptar las medidas que fueran necesarias, dentro de un plazo razonable, para optimizar y profundizar la aplicación de la Resolución N° 1229/09 del Ministro de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación.
	Total


	c.
 El Poder Ejecutivo Nacional de la República Argentina se compromete a trabajar en la adopción de medidas tendientes a optimizar el uso de la facultad que le confiere el art. 27 de la Ley N° 24.946 (Ley Orgánica del Ministerio Público) a fin de proponer al Procurador General de la Nación: 1) que dicte instrucciones generales a los fiscales instándolos a concurrir a los registros domiciliarios que se practiquen en los casos en que se investigue la apropiación de niños; y 2) que diseñe y ejecute un Plan Especial de Investigación sobre la apropiación de niños durante la dictadura militar a fin de optimizar la resolución de casos, disponiendo de fiscales especiales para ello en las jurisdicciones donde tramite una cantidad de casos que lo justifique .
	Total


	2.3. 
Sobre la Capacitación de los actores judiciales

	a.
 El Poder Ejecutivo Nacional de la República Argentina se compromete a trabajar en la adopción de medidas vinculadas con el uso de la facultad que le confiere el art. 27 de la Ley N° 24.946 (Ley Orgánica del Ministerio Público) a fin de proponer al Procurador General de la Nación la capacitación de fiscales y demás funcionarios del Ministerio Público en el trato adecuado a las víctimas de estos graves delitos.


	Total 2018
	En 17 de enero de 2017, el Estado informó que a partir de marzo de 2015, se habría dictado un curso con el objetivo de brindar herramientas para una eficaz investigación del delito de apropiación de niños durante el terrorismo de Estado. El Estado indicó que esto se deriva de la aprobación de la Instrucción General Res. PGN 398/12 de 19 de octubre de 2012 de la Procuradora General de la Nación, de un Protocolo de actuación para causas por apropiación de niños durante el terrorismo de Estado, que constituye una guía de acción en las causas en trámite, tanto para los fiscales, como para muchos jueces. En ese sentido, las pautas que allí se sugieren, han permitido homogeneizar y mejorar la mecánica de las audiencias de toma de muestras biológicas para cotejos de ADN de las presuntas víctimas, todo conforme al punto 2.3 del Acuerdo de Solución Amistosa, y garantizar así la intervención de los fiscales en esas audiencias. Dicha información fue trasladada a los peticionarios para sus observaciones. 

El 24 de septiembre de 2018 la parte peticionaria informó que en relación con el curso para personal de la Procuraduría General de la Nación, que continuaba funcionando una unidad especializada para casos de apropiación de niños durante el terrorismo de Estado”.
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por la parte peticionaria, la Comisión considera que se adoptaron acciones para la capacitación de fiscales y demás funcionarios del Ministerio Público en el trato adecuado a las víctimas de estos graves delitos, por lo que el Estado ha logrado un cumplimiento total de este extremo del acuerdo y así lo declara.

	b.
 El Poder Ejecutivo Nacional de la República Argentina se compromete a instar al Consejo de la Magistratura de la Nación a planificar cursos de capacitación para magistrados, funcionarios y empleados del Poder Judicial en el trato adecuado a las víctimas de estos graves delitos (cfr. art. 7 inc. 11 de la Ley N° 24.937, t.o. según art. 3° de la Ley N° 26.080).
	Parcial
	El 21 de abril de 2017, los peticionarios indicaron que no surge de la información suministrada por el Estado ningún elemento que dé cuenta del cumplimiento por parte del Estado del punto del Acuerdo, toda vez que la cláusula mentada hace una referencia precisa al compromiso de planificar cursos de capacitación específicos respecto al trato adecuado a las víctimas de referidos delitos, es decir, acerca de cómo los actores judiciales toman contacto con las víctimas para evitar su re victimización en las investigaciones. En ese sentido, consideraron que la especificidad que requiere la problemática de la apropiación de niños durante el terrorismo de  Estado no puede considerarse satisfecha con un “curso sobre derechos humanos”, ni con visitas eventuales a la ex ESMA, como se menciona en el informe del Estado.
Igualmente indicaron los peticionarios que, el curso al que se hace referencia, como lo señala el mismo Director de la Escuela Judicial, se encuentra dirigido a los aspirantes a magistrados, siendo que en el ASA, lo acordado es que fuese dirigido a “magistrados, funcionarios y empleados del Poder Judicial”; por tanto, refieren que este compromiso del Estado continúa sin ser cumplido.

El 24 de septiembre de 2018 la parte peticionaria informó que hasta la fecha no se había realizado la capacitación a magistrados, funcionarios y empleados del Poder Judicial de la Nación, que debía estar a cargo del Consejo de la Magistratura de la Nación. Adicionalmente, informó que para subsanar el incumplimiento del punto, presentó un proyecto de taller denominado “La investigación de posibles casos de apropiación de niños y niñas durante el terrorismo de Estado. El trabajo conjunto de las distintas áreas del Estado”. En cual fue entregado  a los funcionarios de la Secretaría de Derechos Humanos y Pluralismo Cultural de la Nación en marzo de 2018. Sin embargo, indicaron que a la fecha no ha habido avances concretos en la implementación.  
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por la parte peticionaria, la Comisión considera que el nivel de cumplimiento de esta medida sigue siendo parcial.

	2.4. 
Sobre el Grupo de Trabajo

a.
 El Poder Ejecutivo Nacional de la República Argentina se compromete a establecer mecanismos específicos para facilitar la corrección de la documentación y los registros públicos y privados, tanto nacionales como provinciales y municipales, de toda persona cuya identidad haya sido sustituida durante la dictadura militar, a fin de favorecer el proceso de restitución de la identidad.
	Total 



	b.
 Las partes convienen en mantener reuniones periódicas de trabajo, en el ámbito de la Cancillería, a efectos de evaluar la marcha de las medidas que aquí se comprometen.
	Parcial
	El 11 de mayo de 2016, los peticionarios informaron que estarían haciendo uso del mecanismo de la mesa de trabajo para hacer seguimiento al cumplimiento del acuerdo. En particular, habrían solicitado a la Cancillería Argentina una reunión de trabajo el 10 de mayo de 2016, para dialogar sobre la Decisión Administrativa No. 421/2016 del Ministerio de Seguridad, a través de la cual se aprobó una nueva estructura administrativa, suprimiéndose del organigrama la Dirección de Derechos Humanos. Los peticionarios manifestaron con preocupación que desconocían si se había tomado alguna acción administrativa para garantizar la continuidad del Grupo Especial de Asistencia Judicial (GEAJ).

El 22 de agosto de 2016, el Estado informó que debido a la entrada en vigencia de una nueva estructura administrativa ministerial, prevista en la decisión administrativa No. 421/2016 y complementada con la Resolución No. MS N 225/2016, resultaba imperioso la modificación de la Resolución MS No 166/2011 (referida al funcionamiento del GEAJ), toda vez que según la disposición anterior, era de la órbita de la Dirección Nacional de Derechos Humanos el funcionamiento y coordinación del GEAJ. Sin embargo, a partir de la Resolución No. 225/2016, se creó la Dirección de Ejecución de Pruebas de Integridad, que tiene entre sus funciones la de intervenir en el seguimiento del cumplimiento de protocolos, acuerdos y fallos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, así como también el diseño y ejecución de los nuevos procedimientos de control y evaluación de desempleo operativo, gestión y practica de las fuerzas policiales y de seguridad. A partir de esa facultad, según lo explicó el Estado, era administrativamente necesario que el GEAJ dependiera orgánicamente de esta dependencia ministerial. El Estado aclaró en su comunicación que independientemente del cambio administrativo en el organigrama ministerial, el GEAJ continua cumpliendo las funciones propias de su actuación, tramitando y diligenciando todas aquellas medidas judiciales que requirieron su intervención, dependiendo orgánicamente de la Dirección Nacional de Control e Integridad. El Estado proporcionó copia autenticada de las decisiones administrativas correspondientes. 

El 24 de septiembre de 2018, la parte peticionaria informó que no se habían realizado las reuniones acordadas. Recordaron que en el año 2016 le solicitaron a la Cancillería la celebración de una reunión de trabajo y que dicha solicitud no había sido atendida. 

El 8 de noviembre de 2018, el Estado informó que mediante la resolución RESOL-2018-745-APN-MJ, el 31 de agosto de 2018 se trasladó la Unidad de la Dirección de Gestión de Políticas Reparatorias a la Dirección Nacional del Programa Verdad y Justicia. 
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes peticionaria, la Comisión considera que el nivel de cumplimiento de esta medida sigue siendo parcial. 

	c.
 El Gobierno de la República Argentina se compromete a facilitar las actividades del grupo de trabajo, como así también a proporcionarles el soporte técnico y el uso de las instalaciones que sean necesarias para el desarrollo de su tarea, comprometiéndose a informar al respecto periódicamente a la Comisión interamericana de Derechos Humanos.
	
	

	2.5. 
Sobre la publicidad

El Gobierno de la República Argentina se compromete a dar a publicidad al presente acuerdo en el Boletín Oficial de la República Argentina, y en el diarios "Clarín", "La Nación" y "Página 12", una vez que éste sea homologado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos conforme a lo dispuesto por el artículo 49 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
	Total



IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. Ambas partes presentaron información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  
5. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018.
V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La Comisión observa que han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa, e insta a las partes a trabajar conjuntamente en la definición de fórmulas que permitan medir e impulsar el cumplimiento total del acuerdo de solución amistosa. 
7. La Comisión insta a las partes a sostener reuniones periódicas para la implementación del punto 2.3. b a través de este Grupo de Trabajo, de manera que se pueda concluir la implementación total de este acuerdo.
8. Por lo anterior, la CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido e insta al Estado a suministrar información sobre la cláusula 2.3.b y 2.4.c del acuerdo de solución amistosa. 
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso:
· El Estado reconoció los hechos, según lo acordado;

· El Estado realizó la publicación del acuerdo de solución amistosa, según lo acordado. 
B. Resultados estructurales del caso:
· Se creó la “Unidad de Regularización Documental de las víctimas de violaciones de los Derechos Humanos en el marco del accionar del terrorismo de estado”;

· Se crearon procedimientos para la obtención de muestras de ADN para la identificación de los nietos sustraídos durante la dictadura;

· Se instauró el "Grupo de Asistencia Judicial", en virtud de la Resolución No. 1229-1209 del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos;

· Se optimizó y profundizó la aplicación de la Resolución N° 1229/09 del Ministro de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación;
· Se aprobó un Protocolo de actuación para casos de apropiación de niños durante el terrorismo de Estado; 

· Se creó el Centro de Asistencia a Víctimas de Violaciones de Derechos Humanos “Dr. Fernando Ulloa”, creado por la Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, elaboró un “Protocolo de intervención para el tratamiento de víctimas – testigos en el marco de procesos judiciales”, dirigido a magistrados, funcionarios y operadores que tengan participación en el abordaje judicial de testigos y víctimas del terrorismo de Estado, como una guía que busca evitar la revictimización de las víctimas testigo;

· La Procuradora General de la Nación aprobó un curso diseñado por la citada Unidad Especializada sobre la investigación de delitos de apropiación de niños durante el terrorismo de Estado;

· Se dictaron cursos de capacitación para funcionarios públicos;

· Se establecieron mecanismos específicos para facilitar la corrección de la documentación y los registros públicos y privados, tanto nacionales como provinciales y municipales, de toda persona cuya identidad haya sido sustituida durante la dictadura militar, a fin de favorecer el proceso de restitución de la identidad.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 84/11
CASO 12.532
INTERNOS PENITENCIARÍA DE MENDOZA    

(Argentina)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Internos Penitenciaría de Mendoza    
Peticionario (s): Carlos Varela Alvarez ; Pablo Gabriel Salinas
Estado: Argentina
Informe de Admisibilidad Nº: 70/05, publicado el 13 de octubre de 2005
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 84/11, publicado el 21 de julio de 2011
Relatoría vinculada: Personas Privadas de Libertad
Temas: Personas privadas de la Libertad/Centros de detención/Condiciones de detención/Comisarías/Cuidado y Custodia/Investigación/ Sistema Penitenciario 

Hechos: El 29 de mayo de 2003, la Comisión recibió una petición presentada por 200 internos del Pabellón 8 de la Penitenciaría de Mendoza en la cual se alegó la responsabilidad de la República de Argentina por la violación de los derechos de los internos a la integridad física, a la salud y a la vida. En resumen, los peticionarios alegan que aproximadamente 2,400 internos se encontraban alojados en un penal con capacidad para 600 internos, de tal forma que 4 o 5 internos se encontrarían en celdas de 3 x 2 metros cuadrados. Alegaron también que carecían de baños, duchas, comida suficiente y atención médica adecuada. Informaron que en muchos casos dicho encierro se extiende por un término que alcanza las veinte horas y que sólo durante cuatro horas alternadas pueden estar fuera de las celdas. Afirmaron que deben realizar sus necesidades fisiológicas dentro de una bolsa de nylon en condiciones de promiscuidad y dentro de la celda frente al resto de sus compañeros. Alegaron además que carecen de agua para bañarse debiendo recurrir a una manguera y que muchos de ellos padecen de sarna y otras enfermedades producto de la falta de higiene. Como producto del hacinamiento, los peticionarios denunciaron una serie de muertes de internos y de hechos en los que resultaron heridos un número indeterminado de internos sin que se hayan esclarecido las circunstancias de estos actos. Asimismo, denunciaron que los internos no tenían acceso a tratamiento médico, ni a ningún tipo de trabajo o tarea de resocialización ni puede asistir a la escuela ni a los oficios religiosos y que no existía separación entre condenados y encausados. 

Derechos declarados admisibles: La Comisión concluyó que era competente para conocer el presente caso y que la petición era admisible conforme a los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, en lo que respecta a las supuestas violaciones de los derechos reconocidos en los artículos 4 (Derecho a la Vida), 5 (Derecho a la Integridad Personal), 7 (Derecho a la Libertad Personal), 8 (Garantías Judiciales), 11.2 (Protección de la Honra y de la Dignidad)  y 25 (Protección Judicial) en relación con las obligaciones generales consagradas en los artículos 1 y 2 de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH).


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes sobre el estado de cumplimiento del acuerdo de solución amistosa los días 14 de septiembre de 2016, 18 de agosto de 2017 y 30 de julio de 2018.
2. El Estado proporcionó información los días 17 de febrero de 2017 y 14 de marzo de 2018, 19 de julio de 2018.
3. La parte peticionaria proporcionó información los días 1 de agosto de 2017, 28 de junio de 2018, 9 de julio de 2018, y 2 de octubre de 2018.
4. El 2 de octubre de 2018, las partes sostuvieron una reunión de trabajo con el acompañamiento de la Comisión, con el objetivo de facilitar el diálogo para impulsar el cumplimento del acuerdo de solución amistosa. 
III. ANÁLISIS RELATIVA A INFORMACIÓN PROPORCIONADA
	Cláusulas del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	I.- La responsabilidad de la Provincia de Mendoza en el caso; […]la Provincia de Mendoza en el caso, razón por la cual decide asumir responsabilidad en los hechos y sus consecuencias jurídicas,
	Cláusula declarativa

	II.- Medidas de Reparación Pecuniarias"1. Las partes convienen en constituir un Tribunal Arbitral "ad-hoc", a efectos de que este determine el monto de las reparaciones pecuniarias debidas a Ias victimas involucradas en el caso, de acuerdo a los derechos cuya violación se ha tenido por reconocida en el punto I de la presente acta, conforme a los estándares internacionales que sean aplicables.[…]
	Total



	III. Medidas de reparación no pecuniarias

	1. Medidas normativas

	a. Someter a la consideración de la Legislatura de la Provincia de Mendoza un proyecto de ley mediante el cual se cree un organismo local de prevención en el marco del Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros tratos o penas crueles inhumanos o degradantes, y a realizar las gestiones pertinentes para lograr su aprobación. Dicho organismo deberá responder a los estándares de independencia y autonomía fijados en dicho Protocolo, y deberá adaptarse en definitiva a los criterios que se establezcan oportunamente al sancionarse el mecanismo nacional correspondiente. A tal fin se establece un plazo de 90 días a partir de la firma del presente;
	Total 

 

	b. Someter a la consideración de la Legislatura de la Provincia de Mendoza un proyecto de ley mediante el cual se cree la figura del Defensor del Pueblo de Mendoza, que tendrá a su cargo la defensa de los derechos humanos al conjunto de la población (salud, educación seguridad, desarrollo, medio ambiente sano, libertad de información y comunicación, derechos de los consumidores y usuarios, etc.) y a realizar [as gestiones pertinentes para lograr su aprobación.
	Parcial
	El 17 de febrero de 2017 el Estado indicó que en la reunión sostenida con la parte peticionaria el 6 de octubre de 2016, se acordó trabajar conjuntamente en las fórmulas para la creación de la figura de Defensor del Pueblo y promover el impulso del “proyecto legislativo firmado”. La parte peticionaria no presentó información sobre el particular. 

El 28 de junio de 2018, los peticionarios informaron que hasta la fecha no se ha aprobado la ley de creación del Defensor del Pueblo u Ombudsman. Asimismo, los peticionarios han indicado en varias ocasiones que para ellos es imprescindible la creación del Defensor del Pueblo.
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por la parte peticionaria, la Comisión considera que el nivel de cumplimiento de esta medida sigue siendo parcial.

	c. Someter a la consideración de la Legislatura de la Provincia de Mendoza, en un plazo no mayor de 90 días, un proyecto mediante el cual se crea una Procuración a favor de las personas privadas de libertad, y a realizar las gestiones pertinentes para lograr su aprobación.
	Total


	d. Someter a la consideración de la Legislatura de la Provincia de Mendoza, en un plazo no mayor a 90 días, un proyecto de ley mediante el cual se crea una Defensoría Pública oficial ante los juzgados de ejecución penal, y a realizar las gestiones pertinentes para lograr su aprobación.
	Total


	e. Adoptar las medidas que fueran necesarias para jerarquizar la Coordinación de Derechos Humanos del Ministerio de Gobierno a nivel de Dirección o Subsecretaria.
	Parcial
	El 17 de febrero de 2017, el Estado indicó sin dar detalles que esta medida se cumplió a través de Decreto Ejecutivo No. 186 del 29 de enero de 2008. El Estado agregó que a través del Decreto Provincial No. 909/16 se designó a Luz Amanda Faingold como Directora de Derechos Humanos de la Provincia de Mendoza, dependiente del Ministerio de Salud, Desarrollo social y Deportes. La parte peticionaria no presentó información sobre el particular. 

Al respecto en su Informe Anual de 2017, la Comisión observó que en la información suministrada por el Estado no se observa una estructura u organigrama que permita entender las acciones adoptadas por el Estado para la jerarquización de la Coordinación de Derechos Humanos del Ministerio de Gobierno a nivel de Dirección o Subsecretaría, por lo cual quedaría a la espera de información detallada sobre su estructura actual, funciones asignadas, presupuesto anual y demás indicadores que permitan a la Comisión valorar el cumplimiento total de la medida. 
Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continua teniendo un nivel de ejecución parcial.

	2. 
Otras Medidas de Satisfacción:

	a)
El Gobierno de la Provincia de Mendoza adoptara las medidas necesarias para colocar, en un plazo no mayor a 90 días, una placa recordatoria de las medidas solicitadas por la CIDH y por la Corte IDH respecto de las cárceles de Mendoza, que se ubicara en la entrada de la Penitenciaria Provincial;
	Total


	b)
El Gobierno de la Provincia de Mendoza se compromete a realizar, en el ámbito de su competencia, todas las gestiones necesarias para que continúen las investigaciones de todas las violaciones a derechos humanos que derivaron en el dictado de las medidas provisionales dispuestas por la Corte IDH. Los resultados de dichas gestiones serán presentadas por el Gobierno de la Provincia de Mendoza en el marco del proceso de seguimiento del cumplimiento del acuerdo, así coma las medidas adoptadas a los efectos de determinar responsabilidades que de dichas violaciones se deriven. Los resultados de dichas investigaciones deberán ser difundidas por los medios de comunicación.
	Pendiente
	El 29 de junio de 2018, el Estado indicó que el Ministerio de Seguridad Provincial solicitó un informe a la Inspección General de Seguridad respecto de las actuaciones que originaron los hechos de violencia contenidos en el caso objeto del acuerdo, así como a la suprema Corte de Justicia de la Provincia de Mendoza respecto del estado de las causas iniciadas a raíz de dichos hechos. La parte peticionaria no presentó información sobre el particular.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que la medida continúa pendiente de cumplimiento.

	C. Plan de acción y presupuesto

	1. El Gobierno de la Provincia de Mendoza se compromete, en un plazo no mayor de 90 días, a elaborar, en consulta con el Estado Nacional y con los peticionarios un Plan de Acción en Política Penitenciaria que permita establecer políticas públicas de corto, mediano y largo plazo con un presupuesto acorde que posibilite su implementación. Dicho plan deberá contemplar, al menos, los siguientes puntos:
	Parcial
	El Estado proporcionó información sobre la promulgación de la Ley 8842 de 3 de marzo de 2016, a través de la cual la Provincia de Mendoza se adhirió al Decreto de Necesidad y Urgencia No. 228/15 del Poder Ejecutivo Nacional y se declaró el Estado de emergencia del Sistema de Seguridad Pública en la totalidad del territorio Nacional. En virtud de lo anterior, el Sistema penitenciario podrá llevar obras de mejoramiento por un monto total de $140.000.000. El Estado proporcionó información sobre el Plan de Obras para mantenimiento de las instalaciones penitenciarias 2016-2017, que incluye mantenimiento correctivo de obras simples y complejas en los complejos penitenciarios Boulogne Sur Mer, San Felipe, Almafuerte y Borbollón, entre otros, y presentó las asignaciones presupuestarias para cada uno.
En comunicaciones recibidas durante el año 2018, los peticionarios informaron que debido a la falta de entrega de estadísticas en los temas de salud, acceso al trabajo, educación y alojamiento, resulta muy difícil verificar los avances realizados por el Estado. Igualmente, indicaron que no se cuenta con estadísticas verificables sobre la violencia entre internos, ni se ha facilitado el acceso de los reos a los expedientes legales. Finalmente, resaltaron que no ha sido posible que las autoridades acuerden con los peticionarios un plan de acción, según lo acordado en el ASA.  

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que el nivel de cumplimiento de esta medida sigue siendo parcial.

	a. Indicar las medidas a implementar para que los jóvenes adultos privados de libertad en la Provincia de Mendoza sean asistidos y custodiados por personal con formación específica para dicha tarea. Asimismo, se deberá garantizar a la totalidad de la población en esas condiciones la educación, la recreación y el acceso a actividades culturales y deportivas, una adecuada asistencia médica/ psicológica y toda otra medida destinada a una adecuada inserción social y laboral;
	Parcial
	Mediante resolución 387/16 de la Dirección General de Servicio Penitenciario provincial, se resolvió denominar la Unidad de jóvenes adultos como Unidad IV- Penal de jóvenes Adultos, dotándola de estructura orgánica funcional independiente y adecuándola a los estándares exigidos. El Estado indicó que al finalizar las obras de reparación y mantenimiento se efectuará la separación física y visual de todas las actividades de la población carcelaria. 

En la reunión de trabajo celebrada el 2 de octubre de 2018, los peticionarios reconocieron la importancia de las estadísticas e indicaron que no existían estadísticas que se pudieran verificar para elaborar un plan de acción y que permitieran observar cuántas personas privadas de libertad están teniendo acceso a educación, trabajo, salud y recreación.

Por su parte el Estado presentó un video  que mostraba el plan de obras que se están realizando en las Penitenciarías de Mendoza. Resaltó que las obras están dedicadas al reacondicionamiento de las penitenciarías existentes y a la construcción de nuevas penitenciarias tanto de nivel Federal como a nivel de la Provincia de Mendoza. El video mostró lo que se está haciendo en materia de obras de nuevas penitenciarias, así como en materia de educación y trabajo en penitenciarias. Adicionalmente, señaló que se estaban realizando inversiones para contribuir en la reinserción de las personas privadas de libertad. Resaltó que la política penitenciaria tenía un enfoque de integración de las personas privadas de libertad y que en el año 2017, no había observado ningún fallecimiento violento en las penitenciarías de Mendoza.
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que el nivel de cumplimiento de esta medida sigue siendo parcial.

	b. Teniendo en cuenta las condiciones de detención de los internos de las penitenciarías de Mendoza, solicitar a las autoridades administrativas o judiciales la revisión de antecedentes disciplinarios o informes del Organismo Técnico Criminológico y del Consejo Correccional que afecten la implementación de los beneficios contemplados en el Régimen Progresivo de la Pena. Además deberá analizar el funcionamiento del Organismo Técnico Criminológico y del Consejo Correccional con el objeto de optimizar su labor;
	Parcial
	Se reestructuró el funcionamiento interno del Organismo Técnico criminológico para cumplir con las solicitudes realizadas por los internos. En diciembre de 2015 se tramitaron 844 expedientes relativos al período de observación de los internos entre 2011-2016, y se evidenció un retraso en los tiempos de tramitación, por lo cual se han establecido plazos para cumplir con las actuaciones. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que el nivel de cumplimiento de esta medida sigue siendo parcial.

	c. Mejorar el servicio de salud de la Penitenciaria Provincial con la colaboración del Ministerio de Salud y realizarse las inversiones necesarias para la efectiva prestación del servicio a toda persona privada de libertad;
	Parcial
	Se han implementado guardias sanitarias en todas las unidades penales, las que se encuentran integradas por personal de seguridad exclusivamente dedicados a esta tarea. Se han otorgado turnos para atenciones médicas externas, así como la programación de cirugías en distintos complejos penitenciarios. Asimismo, se está tramitando la adquisición de un módulo sanitario a fin de obtener dos consultorios externos con sus guardias sanitarias de seguridad, destinados a la atención médica de patologías leves y ambulatorias. Por otro lado, se están digitalizando las historias clínicas de los internos, de manera que se pueda contar con una política penitenciaria en salud ágil y útil.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que el nivel de cumplimiento de esta medida sigue siendo parcial.

	d. Garantizar el acceso a la actividad laboral a todos los internos de las Cárceles de Mendoza que así lo soliciten;
	Parcial
	Se sigue desarrollando la política penitenciaria y se está a la espera de que la “laborterapia” sea aplicada a toda la población carcelaria. Desde la Unidad de Producción Penitenciaria, se llevan a cabo tareas de mimbraría, imprenta, carpintería y textilería, entre otras, que facilita la reinserción social de las personas privadas de la libertad, en oficios existentes en el mercado laboral. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que el nivel de cumplimiento de esta medida sigue siendo parcial.

	e. Garantizar el acceso y adecuada atención en los Juzgados de Ejecución, de toda persona que tenga un interés legítimo sobre la Ejecución de la Pena de los internos de las Cárceles de Mendoza. En especial el libre acceso a los abogados quienes podrán compulsar libremente Ios expedientes que se tramitan en dichos juzgados;
	Parcial
	Se está trabajando en forma conjunta con el poder judicial de Mendoza, para mejorar la relación que habitualmente se da entre el poder judicial y el servicio penitenciario. Se han acentuado las mesas de consulta, que sesiona dos veces al mes, bajo la coordinación del poder judicial, con participación del Ministerio Publico Fiscal y otros organismos estatales.
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que el nivel de cumplimiento de esta medida sigue siendo parcial.


	f. Se procurare una adecuada capacitación y formación profesional del Personal Penitenciario.
	Total


	D. Ratificación y difusión:

El Gobierno de la Provincia de Mendoza y los peticionarios acuerdan que el informe producido por la Comisión de Seguimiento deberá difundirse en dos periódicos de circulación provincial y en otro de circulación nacional.
	Pendiente
	Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa pendiente de cumplimiento.




IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
5. La Comisión considera que la información proporcionada por los peticionarios en el 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. Por su parte, el Estado no presentó información dentro del plazo otorgado por la CIDH. Al mismo tiempo, es de indicar que la Comisión tomó en consideración la información presentada por ambas partes en la reunión de trabajo sostenida el 2 de octubre de 2018.
6. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018.
V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
7. La Comisión observa que han existido avances en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años que cuenta con un nivel de cumplimento parcial, e insta a las partes a trabajar conjuntamente en la definición de fórmulas que permitan medir e impulsar el cumplimiento total del acuerdo de solución amistosa. La Comisión también insta al Estado a presentar información detallada sobre los avances en el cumplimiento de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. 

8. Dado que el acuerdo tiene aun 10 cláusulas que no se han implementado totalmente y que son amplias y generales en su redacción, la Comisión insta a las partes a trabajar en un acta de entendimiento o ruta de trabajo para el cumplimiento de esos puntos pendientes con la inclusión de indicadores de medición que permitan al Estado avanzar más rápidamente en el cumplimiento de las medidas y a la CIDH valorar dichos avances hacia el cumplimiento total del acuerdo de solución amistosa. 

9. La Comisión queda a la espera de la presentación del plan presupuestario de la Procuraduría a favor de las Personas Privadas de Libertad y de la Comisión Provincial de Prevención de la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles. Igualmente, queda atenta a  los resultados de las gestiones realizadas y de la documentación solicitada por el Ministerio de Seguridad Provincial a la Inspección General de Seguridad respecto de las actuaciones que originaron los hechos de violencia contenidos en el caso, así como a la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Mendoza, respecto del estado de las causas iniciadas a raíz de dichos hechos a efectos de valorar el cumplimiento de dichos extremos. Asimismo, queda a la espera de los resultados de la solicitud de reconsideración del proyecto de ley para establecer la figura de Defensor del Pueblo, realizada por los peticionarios en la reunión de trabajo del 2 de octubre de 2018 y que el Estado se comprometió a analizar. 
10. Por lo anterior, la CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido e insta al Estado a suministrar información sobre la cláusula III.1.b y e; III. 2. b; III.2.c (1.a, b, c, d y e); y III. 2. D.
VII. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso:
· El Estado realizó el pago correspondiente a la reparación económica, según lo acordado en el laudo arbitral.
B. Resultados estructurales del caso:
· Se colocó una placa recordatoria de las medidas solicitadas por la CIDH y por la Corte IDH respecto de las cárceles de Mendoza, en la entrada de la Penitenciaria Provincial;

· Se creó una Procuración a favor de las personas privadas de libertad;
· Se creó una Defensoría Pública oficial ante los juzgados de ejecución penal;
· Se realizó capacitación y formación profesional del Personal Penitenciario.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 85/11
CASO 12.306
JUAN CARLOS DE LA TORRE 
(Argentina)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Juan Carlos de la Torre
Peticionario (s): Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), Centro por la Justicia y el Derecho Internacional  (CEJIL)
Estado: Argentina

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 85/11, publicado el 21 de julio de 2011
Relatoría vinculada: Migrantes
Temas: Migrantes/Circulación y residencia
Hechos: los peticionarios alegaron el señor Juan Carlos De la Torre, de nacionalidad uruguaya, ingresó a Argentina en el año 1974 con autorización de la Dirección Nacional de Migraciones y, luego de 24 años de permanencia en territorio argentino, el señor De la Torre fue detenido sin orden judicial y expulsado del país a través de un proceso sumario que no le brindó garantías judiciales. Los peticionarios alegan que mediante dichos hechos, el Estado argentino incurrió en una violación de los derechos a la libertad personal, a las garantías judiciales, a la protección judicial, a la no injerencia en la vida privada y a la protección de la familia, en perjuicio del señor Juan Carlos De la Torre. 

Derechos alegados: Los peticionarios alegaron las supuestas violaciones de los derechos reconocidos en los artículos 7 (Derecho a la Libertad Personal) y 25 (Protección Judicial) en relación con las obligaciones generales consagradas en los artículos 1 y 2 de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH).


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes sobre el estado de cumplimiento del acuerdo de solución amistosa los días 9 de octubre de 2013, 4 de diciembre de 2014, 15 de septiembre de 2015, 14 de septiembre de 2016, 18 de agosto de 2017.
2. El Estado proporcionó información los días 2 de enero de 2013, 4 de diciembre de 2013, 5 de febrero de 2014, 15 de octubre de 2015, 17 de septiembre de 2016, 17 de octubre de 2017, 1 de diciembre de 2017, 1 de diciembre de 2017 y 24 de septiembre de 2018.
3. La parte peticionaria proporcionó información los días 28 de abril de 2014, 7 de abril de 2015, 9 de diciembre de 2016, 3 de agosto del 2017, 14 de diciembre de 2017, 1 de febrero de 2018 y 25 de septiembre de 2018. 
4. El 26 de abril de 2014, 21 de marzo de 2015, las partes sostuvieron una reunión de trabajo con la facilitación de la Comisión, con el fin de impulsar el cumplimiento de los puntos pendientes del acuerdo de solución amistosa.
5. El 20 de marzo de 2017 en el marco del 161 Periodo Ordinario de Sesiones, la CIDH convocó de oficio una Audiencia Pública titulada “Cambios normativos en materia migratoria en Argentina”.

III. ANÁLISIS RELATIVA A INFORMACIÓN PROPORCIONADA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	A.
El Estado argentino se compromete a hacer sus mejores esfuerzos para dictar, en el plazo de un (1) mes, la reglamentación de la nueva Ley de Migraciones, tomando como texto el Proyecto aprobado por la Comisión Asesora para la Reglamentación de la Ley N° 25.871, creada por la Disposición de la Dirección Nacional de Migraciones N° 37130/08, del 26 de mayo de 2008 […]
	Total 



	B.
El Estado argentino se compromete a realizar un pormenorizado análisis de la legislación vigente en la materia (nacional y provincial) a fin de impulsar la adecuación de aquella normativa que eventualmente contenga disposiciones que efectúen discriminaciones ilegítimas con base en la condición de extranjero de la persona o en su condición migratoria a los estándares internacionales y constitucionales en la materia. En este sentido, las partes destacan la aprobación del “Plan Nacional contra la Discriminación”, que incluye un capítulo específicamente dedicado a los migrantes y a los refugiados.
	Parcial
	El 17 de octubre de 2017, el Estado presentó un informe en relación a la Ley 13.478 y su Decreto reglamentario 582/03 sobre pensiones de vejez, al Decreto 1602/09 sobre asignación universal por hijo; y en relación al artículo 35 del nuevo Código Procesal Penal de la Nación. Sobre este último punto, el Estado indicó que el 28 de septiembre de 2016 se presentó un proyecto de ley ante el Congreso de la Nación para reformar dicho Código Penal. En relación a la política en materia migratoria, el Estado indicó que se está avanzando en las medidas necesarias para disponer de un espacio específico para el cumplimiento de órdenes de retención que son emanadas de autoridad judicial competente, y señaló que dicha acción encuentra su fundamento entre otros documentos, en el Informe Alternativo para el Comité para la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, en virtud de no existir estructura alguna que pueda ser utilizada por parte de la autoridad migratoria y de los jueces que resuelven ordenes de retención; y en base a ello, la Dirección inició las medidas tendientes a cumplir con la necesidad de contar con un espacio diferenciado, sin embargo, no se ha puesto aun en funcionamiento el espacio específico para el cumplimiento de las ordenes de retención. Asimismo, el Estado indica que se ha trabajado en el establecimiento de nuevas oficinas migratorias y delegaciones, generando una nueva herramienta institucional eficaz de acercamiento a un mayor número de migrantes, destacando la apertura de 2 oficinas en Buenos Aires y encontrándose próximas a ser abiertas 2 oficinas en el municipio de Moreno y de La Matanza.

Asimismo, el Estado informó que se han abordado nuevas estrategias de acercamiento a la población migrante a fin de propender a su regularización, articulando tareas con diversos gremios, de modo que las acciones que se impulsen para la regularización de las situaciones laborales, incluyan la regularización migratoria, en caso de corresponder, y que se han desarrollado cursos de capacitación a los Centros de Acceso a la Justicia del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y a diversos equipos de la Jefatura de Gabinete de Ministros, cuya labor se desarrolla con presencia directa en los barrios más carenciados, a fin de que, en toda acción de acercamiento integral que lleve adelante el Gobierno, su personal se encuentre a la altura de asesorar en materia migratoria; por tanto, el Estado destaca que su gestión está lejos de tener una política represiva y estigmatizante respecto de los migrantes. 

En cuanto al Decreto de Necesidad y Urgencia No. 70/2017 que modificara la Ley No. 25.871 la Dirección Nacional da tratamiento a las observaciones realizadas por los peticionarios, indicando que, constatada la irregularidad migratoria de un extranjero, la primera respuesta estatal en el sistema de la Ley N° 25.871 conforme su texto original, era intimar a regularizar, medida que no resultaba ser una simple actividad estatal, sino que se encuentra regulada en el artículo 61 de esta ley; el proceso básicamente contaba con 5 etapas enumeradas, en la que se debatían las mismas cuestiones, la existencia o no de la causal objetiva que daba lugar a la expulsión y la existencia o no de una condena o procesamiento penal que afectara al migrante; de ello, surgió la necesidad extrema de generar un proceso más razonable y ágil que respetase las garantías del debido proceso y permitiera hacer efectiva la finalidad de la norma. 

Sobre este punto, el Estado también refirió que, la Dirección Nacional ha realizado una comparación con diversos regímenes migratorios vigentes en países bajo la órbita de control de la Corte IDH (Costa Rica, Perú, Chile, Paraguay y Bolivia), verificándose que los procedimiento de expulsión de personas de nacionalidad extranjera, se sustancian, por regla general, de manera expedita, obedeciendo a la naturaleza de las cuestiones en debate y teniendo como punto fundamental no perpetuar al migrante en un estado de incertidumbre respecto a su condición migratoria; por lo anterior, el Estado Argentino concluye que las cuestiones migratorias no revisten complejidad alguna para el análisis y definición de la situación migratoria que corresponde aplicar conforme a la normativa vigente, y que el plazo de 3 días resulta suficiente para revisas los recursos administrativos y judiciales.

Señala que, en cuanto a la asistencia jurídica gratuita, el requerimiento de acreditar la insuficiencia de medios económicos no es algo novedoso,  sino que previamente a la sanción del Decreto No. 70/17, ya incluía la exigencia del requisito señalado, y ello no dificulta el acceso a la asistencia jurídica, sino todo lo contrario, sostiene que, en el plexo normativo argentino todo migrante puede acceder a la asistencia jurídica que escoja, y en caso que no pudiera solventarla, acreditado ello, podrá acceder al servicio de asistencia jurídica gratuita proporcionada por el Estado. 

Finalmente, en referencia a los antecedentes penales como impedimento de ingreso y permanencia y como motivación de cancelación de residencias, refiere el Estado que el peticionario no identifica violación alguna a los Derechos Humanos, en efecto, indica que en atención a la crítica situación en materia de seguridad que atraviesa hoy la República Argentina, se han efectuado alteraciones y aclaraciones al texto legal a fines de que su aplicación sea más eficiente, destacando que, las provincias más importantes del país se han manifestado declarando un estado de emergencia en materia de seguridad, dado el crecimiento de la delincuencia transnacional, requiriendo un accionar de parte de cada una de las áreas de Gobierno para su combate eficaz. Resalta el Estado que, el impedimento derivado de registrar “antecedentes penales” entendidos ellos como autos de procedimiento firme o condena no firme, la cláusula no es novedosa toda vez que ya existía en el Decreto Reglamentario No. 616/10.
El 24 de septiembre de 2018, el Estado indicó que se han adoptado diversas medidas tendientes a adecuar la legislación vigente respecto de los estándares de derechos humanos en la materia. Resaltó que en lo correspondiente al Poder Ejecutivo, el 12 de diciembre de 2017, se aprobó el Primer Plan Nacional de Acción en Derechos  Humano, mediante Decreto 1024/2017 y que el Eje principal es la “inclusión, no discriminación e igualdad”, poniendo el foco en la elaboración de políticas públicas y de medidas de acción para combatir la xenofobia, racismo y toda forma de discriminación. Adicionalmente, informó que en el mes de julio se lograron avances en la adhesión del Decenio Internacional de los Afro-Descendientes; creación del Programa Derecho a la Participación; puesta en funcionamiento del Primer Centro de Encuentro Cultural para Migrantes y Refugiados; y la creación del anteproyecto de Ley de Reconocimiento y Protección de las personas apátridas. 

En lo correspondiente al Poder Legislativo, el Estado informó la existencia de los siguientes proyectos de ley en la materia: ley que define el marco jurídico del acceso al sistema de salud de la Nación de los extranjeros que revistan la condición de residentes transitorios, Ley 25.871; ley que adhiere a la Resolución No. 68/237 de la Asamblea General de las ONU, en cuanto a la proclamación del decenio internacional de los afrodescendientes; modificación de la Ley No. 26.165 (Refugiados), respecto de la facilitación del acceso del refugiado y su grupo familiar a la naturalización y situación de residencia; ley general de reconocimiento de la condición de apátrida.

El 25 de septiembre de 2018, los peticionarios presentaron información actualizada, mediante la cual reiteraron las denuncias de incumplimiento del acuerdo de solución amistosa, debido a que la sanción del Decreto de Necesidad y Urgencia (DNU 10/2017) ha generado graves efectos para las personas migrantes. Indicaron que desde el 2016 se ha generado un cambio de política migratoria que pone en serio riesgo la implementación y vigencia plena de la Ley 25.871 y su Decreto Reglamentario 616/2010. 

En cuanto a los plazos razonables y el control judicial en los procedimientos de expulsión, los peticionarios indicaron que se incorporó un Procedimiento Especial Sumarísimo Migratorio; se modificó el régimen de recursos administrativo, mediante el establecimiento de un plazo de 3 días para la presentación del recurso administrativo; limitó las vías de impugnación judicial de las decisiones de expulsión del territorio y fijó un plazo de 3 días para presentar un recurso judicial. 
Por su parte, el Estado informó que el Decreto 70/2017 no contradice la jurisprudencia de la Corte IDH sobre el derecho a las garantías judiciales. Adicionalmente, indicó que el Decreto respeta la doble instancia tanto en la vía administrativa como en la judicial. Informó que realizó una comparación con diversos regímenes migratorios vigentes en la región y verificó que los procedimientos de expulsión de personas de nacionalidad extranjera generalmente se sustancia de manera expedita, debido al carácter objetivo de la cuestión en debate y porque resulta fundamental no perpetuar al inmigrante en un estado de incertidumbre que no le permitiría definir cuestiones fundamentales de sus situación de vida. Finalmente, el Estado recordó que tanto la Corte IDH como el tribunal Europeo de Derechos Humanos han establecido pautas temporales indicativas, que se resumen en: a) la complejidad del asunto; b) la actividad procesal del interesado; c) la conducta de las autoridades judiciales y e) el análisis global del procedimiento. Debido a todo lo anterior, el Estado manifestó que las cuestiones migratorias no revisten complejidad para el análisis y definición de la situación migratoria que corresponde aplicar, estima que el plazo de 3 días resulta suficiente para efectivizar los recursos administrativos y judiciales. 
En relación a la asistencia jurídica gratuita, los peticionarios indicaron que restringe los casos en los que las personas migrantes puedan tener acceso a la asistencia jurídica gratuita y además retira la obligación de la autoridad migratoria en notificar al Ministerio Público de la Defensa. Lo que conlleva que la persona que solicita la asistencia gratuita deba acreditar la falta de recursos económicos y la autoridad migratoria es quien decide si otorga la asistencia o no. 

En lo relativo a las notificaciones de hecho, los peticionarios indicaron que el DNU modificó el sistema de notificaciones administrativas de expulsión y de rechazo de recurso administrativo, por lo tanto, los migrantes se ven obligados a acudir al DNM cada dos o tres días por semana para comprobar el estado de sus trámites.

Por su parte, el Estado manifestó que el artículo 24 del Decreto establece el acceso gratuito a la Defensa Pública Oficial y que el Ministerio Público de la Defensa cuenta con un servicio jurídico especializado en la materia.  

Sobre la unidad familiar, los peticionarios resaltaron que el decreto redujo los casos de reunificación familiar que puedan modificar una decisión de expulsión o de retención. Adicionalmente, indicaron que establecieron requisitos que obstaculizan el ejercicio de este derecho y restringió las facultades de control judicial de las decisiones administrativas. 
El Estado indicó que los derechos a la vida familiar y el derecho del niño de no ser separado de sus padres, se encuentran garantizados en  los artículos 29 y 62 del Decreto. 
En cuanto a la detención por razones migratorias, los peticionarios manifestaron que el DNU habilita la privación de la libertad desde el inicio del procedimiento sumarísimo en carácter “preventivo”, sin exigencias de excepcionalidad e incluso cuando la orden de expulsión ni siquiera se hubiera dictado. Adicionalmente, prevé una cláusula abierta que autoriza la detención en casos que la DNM califique de gravedad institucional.
Por su parte, el Estado indicó que la detención preventiva se ha aplicado tanto en el artículo 70 de la Ley No. 25.871, como en el artículo 21 del Decreto. Lo que, según el Estado, mantiene los requisitos de justificar la necesidad y proporcionalidad de la retención. Resaltó que este tema no es una novedad del Decreto, sino que en el texto original de la Ley 25.871, se debía requerir y justificar ante la autoridad judicial quien es la que aprueba y evalúa la excepcionalidad, necesidad y proporcionalidad a la hora de otorgar o no la medida. Adicionalmente, indicó que el Decreto avanzó en la incorporación de elementos objetivos para que en la evaluación que realiza el Poder Judicial se defina el tiempo de la retención preventiva. 
Sobre la criminalización de la migración, los peticionarios informaron que el DNU limita los derechos y garantías constitucionales mediante el argumento de una supuesta alteración de la seguridad y el orden público, por lo que consideran que se criminalizó la migración cuando el porcentaje de delitos entre migrantes se redujo, a pesar de que la proporción de migrantes aumentó. Finalmente, informaron que  el 8 de febrero de 2017, interpusieron un amparo colectivo contra el Decreto 70/2017, mediante el cual solicitaron que se declarara la nulidad, ilegalidad e inconstitucionalidad del Decreto y que el 18 de octubre de 2017 el Juzgado Contencioso Administrativo Federal No. 1 rechazó dicho amparo. 
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que el nivel de cumplimiento de esta medida sigue siendo parcial.

	C.
El Estado argentino se compromete, a través de la coordinación del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, a mantener periódicamente en la sede de la Cancillería las reuniones de trabajo que fueran necesarias con el objeto de monitorear la aplicación efectiva de los compromisos asumidos, a las que se convocará a las agencias estatales que tuvieran competencia en los distintos puntos a evaluar, y de informar con igual periodicidad a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.
	Parcial
	El 2 de enero de 2015, los peticionarios indicaron que durante el 2014 no se llevaron a cabo reuniones entre las partes para discutir la normativa examinada en el punto 2 del acuerdo o cualquier otra relacionada con migrantes.

El 7 de abril de 2015, los peticionarios enviaron una comunicación al Secretaria de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y a la Dirección de Contencioso Internacional del Ministerio de Relaciones Exteriores con copia a la CIDH, con una propuesta de agenda y de las autoridades a convocar para la reunión que en esa oportunidad se acordara. Asimismo, detallaron cuatro temas en los que debería priorizar el monitoreo del acuerdo de solución amistosa. Dichos temas son los siguientes: i) el otorgamiento de pensiones por invalidez (Ley No. 18.910 y su Decreto Reglamentario), pensiones a la vejez (ley No. 13.478 y su Decreto Reglamentario No. 582/03) y pensiones a madres de 7 o más hijos (ley No. 23.746 y su Decreto Reglamentario No. 2360/90); ii) el artículo 35 del nuevo Código Procesal Penal de la Nación; iii) La determinación del procedimiento para la resolución de casos sobre sospecha fundada en la subcategoría turista (Disposición 4362/2014); y iv) el acceso a la asignación universal por hijo (Decreto 1602/09).

El 15 de octubre de 2015 el Estado remitió las actas de las reuniones de trabajo celebradas entre las partes los días 15 de mayo, 17 de junio y 12 de agosto de 2015, en las cuales constan los desarrollos logrados en el marco de cumplimiento del acuerdo de solución amistosa. De conformidad a lo consignado en dichas actas, en las citadas reuniones las partes tuvieron la oportunidad de discutir los temas planteados por los peticionarios, quienes presentaron a la consideración algunas situaciones especialmente preocupantes, así como unas propuesta concretas de revisión de la normativa señaladas por ellos. En la última reunión se acordó que las diferentes propuestas de reformas normativas circularían entre las distintas agencias para sus comentarios y/u observaciones.

El 24 de septiembre de 2018, el Estado indicó que se realizaron varias reuniones de trabajo con el objeto de monitorear la aplicación efectiva de los compromisos, por lo que el Estado considera que este punto se encuentra cumplido.

El 25 de septiembre de 2018, los peticionarios informaron que el Estado no ha dado cumplimiento a este punto, debido a que no se han convocado reuniones trabajo con los peticionarios. 
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que el nivel de cumplimiento de esta medida sigue siendo parcial.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
6. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. Ambas partes presentaron información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  

7. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018.
V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
8. La Comisión valora altamente la información proporcionada por ambas partes y observa que han existido avances en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años e insta a las partes a trabajar conjuntamente en la definición de fórmulas que permitan establecer el alance de las medidas que no han sido declaradas cumplidas totalmente, tomando en consideración el objetivo principal de cada mediada, todo ello en aras de impulsar el cumplimiento total del acuerdo de solución amistosa. 
9. Por lo anterior, la CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido e insta al Estado a suministrar información sobre la cláusula b y c. 
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados estructurales del caso

· Se promulgó la Ley 25871, Ley de Migraciones.
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 109/13
CASO 12.182
FLORENTINO ROJAS 
(Argentina)
I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Florentino Rojas
Peticionario (s): Doctor Pablo Ignacio Pita y Doctor José Sergio del Franco
Estado: Argentina

Informe de Admisibilidad Nº: 64/09, publicado el 4 de agosto de 2009
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 109/13, publicado el 5 de noviembre de 2013

Relatoría vinculada: Personas con discapacidad
Temas: Personas con discapacidad/Salud
Hechos: Los peticionarios alegaron que el 7 de julio de 1973, el señor Florentino Rojas padeció un accidente que le produjo una incapacidad física permanente del 85% mientras se encontraba de regreso a su hogar, tras cumplir con su jornada en el servicio militar obligatorio. En razón de ello, el señor Florentino Rojas solicitó la obtención de una pensión militar en la instancia administrativa, la cual le habría sido denegada. En abril de 1980, inició un proceso judicial que culminó con una sentencia en la que el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Federal N°5, declaró que las lesiones ocurridas al señor Florentino Rojas guardaban relación con actos de servicio, condenando así al Ejército argentino a otorgarle una pensión militar. Los peticionarios señalaron que la Cámara Nacional de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo revocó, en segunda instancia, la resolución del Juzgado Nacional de Primera Instancia, indicando que el accidente no habría ocurrido durante actos de servicio, por lo que no correspondía otorgarle una pensión. Indicaron que la Corte Suprema de Justicia de la Nación rechazó el recurso extraordinario presentado, con fundamento en el artículo 280 del Código Procesal Civil, por causas meramente formales, sin adentrarse en el tratamiento de la causa judicial.
Derechos declarados admisibles: La Comisión concluyó que era competente para conocer el presente caso y que la petición era admisible conforme a los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, en lo que respecta a las supuestas violaciones de los derechos reconocidos en los artículos 8 (Garantías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) en relación con las obligaciones generales consagradas en los artículos 1 y 2 de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH).


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes sobre el estado de cumplimiento del acuerdo de solución amistosa los días 11 de noviembre de 2016 y 23 de julio de 2018.
2. El Estado proporcionó información los días 17 de enero de 2017, 19 de julio de 2018, 24 de septiembre de 2018, 17 de octubre de 2018, 29 de octubre de 2018 y 15 de noviembre de 2018. 
3. La parte peticionaria proporcionó información los días 24 de abril de 2017 y 13 de noviembre de 2018.
4. El 7 de mayo de 2018, las partes sostuvieron una reunión de trabajo con la facilitación de la Comisión, con el fin de impulsar el cumplimiento de los puntos pendientes del acuerdo de solución amistosa.
III. ANÁLISIS RELATIVA A INFORMACIÓN PROPORCIONADA
	Cláusulas del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	II. La responsabilidad primaria de la Provincia de Buenos Aires. 
	Cláusula declarativa

	2.
El Estado argentino entiende que el señor Florentino Rojas debe ser asistido por razones   humanitarias  y a tal efecto se regula un mecanismo para la determinación de tal asistencia excepcional.

3.Las partes convienen en constituir un Tribunal Arbitral “ad-hoc” , a efectos de que éste determine el monto de la asistencia humanitaria a otorgar al peticionario, conforme lo establecido en el punto III del presente, y de acuerdo con los estándares internacionales que sean aplicables. […]
	Total 


	El 3 de marzo de 2016 el Tribunal Ad Hoc emitió un laudo arbitral y ordenó al Estado Argentino a:

	A. Brindar una vivienda adecuada en la zona en que reside actualmente Rojas con ciertas especificaciones físicas y geográficas (tenencia de un inmueble).

Aclaración del tribunal ad hoc: 

a) Que el deber de "brindar al señor Florentino Rojas una vivienda adecuada" contenido en el apartado 1 de la parte dispositiva del laudo de fecha 03 de marzo de 2016 no impone al Estado argentino la obligación de entregar una vivienda en propiedad (derecho real de dominio), en copropiedad (derecho real de condominio), u otorgar al señor Rojas la titularidad de cualquier otro derecho real que permita un resultado análogo (v.gr. el usufructo), y que importaría -en los hechos-una prestación de un contenido económico que excede a la función asistencial que está llamada a cumplir;

b) Que el deber de "brindar al señor Florentino Rojas una vivienda adecuada" contenido en el apartado 1 de la parte dispositiva del laudo de fecha 03 de marzo de 2016 supone la obligación del Estado argentino de proporcionar al señor Rojas la tenencia de un inmueble -con las características que el propio laudo detalla- bajo una modalidad tal que le permita ejercer libremente un poder de hecho sobre la heredad. 


	Pendiente
	El 11 de noviembre de 2016, la CIDH le solicitó información al Estado sobre “la forma en la cual el Estado va a entregar la vivienda adecuada al señor Florentino Rojas”. Es importante resaltar que la CIDH ha tomado nota del interés de la víctima de contar con una vivienda en propiedad, debido a su circunstancia de  vida, por lo que le requirió al Estado que le informara si la entrega se realizaría a través de la modalidad de titularidad. 
El 17 de enero de 2017, el Estado respondió que el cumplimiento se realizaría “de conformidad con el alcance que a su respecto ha establecido el tribunal arbitral, no previéndose necesariamente su cumplimiento a través de la modalidad de titularidad dominal”. El 27 de junio de 2017, el Estado indicó que el lugar de la vivienda deberá ser elegido por Florentino Rojas.

El 25 de mayo de 2017, los peticionarios informaron que el señor Rojas solicitaba que el Estado le proporcionara la tenencia de un inmueble con las características establecidas en el laudo, “bajo una modalidad que le permita ejercer libremente un poder de hecho sobre la heredad, garantizándole el uso y goce con la correlativa posibilidad de resistir cualquier amenaza o injerencia ilegítima”. El 31 de julio de 2017, los peticionarios manifestaron que preferían que la vivienda estuviera ubicada en las cercanías de su domicilio actual, en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Carlos Calvo 2346, CABA.

En la Reunión de Trabajo del 7 de mayo de 2018, el Ministerio de Vivienda de la Nación y el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires se comprometieron a realizar la búsqueda de la vivienda adecuada. Ambas partes se comprometieron a informar a la CIDH sobre la realización de los pagos. 
El 24 de septiembre de 2018 y 29 de octubre de 2018, el Estado informó que la Dirección Nacional de Vivienda Social y el Instituto de Vivienda de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se encontraban trabajando en propuestas para brindarles una vivienda, según lo establecido en el Laudo Arbitral, en la localidad de Guatimozin, Provincia de Córdoba o en la Ciudad de Buenos Aires.  
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo el Estado continúa pendiente de cumplimiento. 

	B. Garantizar los servicios para la satisfacción de sus necesidades básicas, físicas y psíquicas incluyendo entre otros, un servicio de asistencia domiciliaria, acompañamiento terapéutico, etc.

Aclaración del tribunal ad hoc: 

c) Que la asistencia humanitaria cuyo contenido fuera definido en el laudo arbitral de fecha 03 de marzo de 2016 supone un mínimo o piso de tutela que no impide que el Estado -por las motivaciones que fueren- decida finalmente otorgar prestaciones asistenciales más amplias o superiores a las fijadas por este Tribunal, todo ello de conformidad con el postulado pro- persona (art. 29 de la CADH).
	Parcial Sustancial 2018


	En la reunión de trabajo sostenida 7 de mayo de 2018, el Estado se comprometió a la realización de una reunión entre el Personal de Asistencia Médica Integral (PAMI) con el señor Rojas; a otorgarle una cobertura médica en la Ciudad de Buenos Aires y en la Provincia de Córdoba y la entrega de un carnet; entregarle una silla de ruedas, dos bastones un armazón de silicón. 

El 24 de septiembre de 2018, el Estado informó que el Instituto de Social de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados entregó la silla de rueda el día 18 de julio de 2018. El 17 de octubre de 2018, el Estado informó que el 11 de septiembre de 2018 el peticionario habría recibido los bastones canadienses y el almohadón de silicón. En relación con la cobertura médica, indicó que la credencial de afiliado es única y que abarca la atención en todo el país, mediante la modalidad de “paciente en tránsito” cuando requiera atención en fuera de la lugar establecido. 
El 13 de noviembre de 2018, la parte peticionaria informó que se encuentra pendiente que el Estado le proporcione el servicio de asistencia domiciliaria, la provisión de un servicio médico, que pudiera ser mediante obras sociales o medicina prepaga. 
El 15 de noviembre de 2018, en videoconferencia sostenida entre las partes con la facilitación de la CIDH, el Estado se comprometió a enviar los datos del punto focal buenos aires y Córdoba, así como un documento descriptivo con la indicación de la cobertura del beneficiario en materia de salud. A la fecha de cierre de ese informe, la Comisión no ha recibido dicha información por parte del Estado. 

 
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial sustancial y así lo declara.

	C. Otorgar asistencia económica de dos y medio salarios mínimos para subsistir que el Tribunal considero como componente de asistencia humanitaria y que debe pagarse como pensión de por vida de manera adicional a la pensión de gracia que recibe actualmente.
	Total 2018
	En la Reunión de Trabajo sostenida el 7 de mayo de 2018, el Estado se comprometió a que a más tardar en el mes de julio el peticionario recibiría el pago de la pensión mensual de la Agencia Nacional de Discapacidad. 
El 19 de julio de 2018, el Estado remitió nota NO-2017-33789220-APN-DNAJMDH#MJ de la Secretaría de Derechos Humanos y Pluralismo de la Nación, adjunta a la copia de la Disposición DI-2018-181-APN-SE#AND dictada por la Agencia Nacional de Discapacidad en la que se dispuso la liquidación mensual a favor del señor Rojas de una asistencia económica de dos y medio salarios mínimos, vitales y móviles, que se harán efectivo a partir del 1 de agosto de 2018.  

En relación al pago de los retroactivos adeudados al beneficiario, el 24 de septiembre de 2018, el Estado informó que la Secretaría de Hacienda de la Nación a través de la Dirección de Obligaciones a cargo del Tesoro habría cumplido con los pagos acordados. 

En cuanto a la pensión mensual, el Estado indicó que el 2 de julio de 2018, la Agencia Nacional de Discapacidad dictó la disposición que aprobó la liquidación mensual de la asistencia económica de dos salarios y medio  salarios mínimos, vital y móvil que será percibido de por vida junto con la pensión no contributiva por invalidez en beneficio del señor Rojas a partir del 1 de agosto de 2018. 
El 13 de noviembre de 2018, la parte peticionaria indicó que el Estado había abonado tanto la pensión mensual como y el retroactivo. Sin embargo, resaltó que a la fecha desconocía los cálculos efectuados para su liquidación, por lo que solicitó que el Estado le proporcionara la constancia de los pagos recibidos. 

El 15 de noviembre de 2018, el Estado remitió copia de la documentación donde se pudo observar el cálculo de los intereses abonados y el monto de asistencia humanitaria en beneficio del señor Florentino Rojas.
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.

	D. Pagar honorarios por de litigio internacional a los peticionarios (US$3,800) y honorarios del proceso arbitral a los letrados (US$2,000), Costas generales por proceso ante CIDH a Rojas (US$2,000).
	Total

2018
	El 24 de septiembre de 2018, el Estado informó que la Secretaría de Hacienda de la Nación a través de la Dirección de Obligaciones a cargo del Tesoro habría procedido a realizar el pago de los letrados Del Franco y Pita. 
El 13 de noviembre de 2018, la parte peticionaria informó haber recibido adecuadamente lo acordado en este punto, por lo que consideró que el punto debía ser declarado cumplido totalmente. 

El 15 de noviembre de 2018, el Estado remitió copia de la documentación donde se pudo observar el pago de los gastos por litigio internacional en beneficio del señor Florentino Rojas y los honorarios profesionales de los letrados del Franco y Pita. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
5. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. Ambas partes presentaron información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  Al mismo tiempo, es de indicar que la Comisión tomó en consideración la información presentada por ambas partes en la reunión de trabajo sostenida el 2 de octubre de 2018.

6. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018.
V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
7. La Comisión valora altamente la información proporcionada y observa que el Estado ha avanzado en la implementación de lo establecido en el Laudo Arbitral. En este sentido, declara el cumplimiento total de las cláusulas C y D del Laudo Arbitral, referidas a la asistencia económica y al pago de los honorarios por litigio internacional en beneficio de los peticionarios, respectivamente. Asimismo, dado el estado de salud del beneficiario, la CIDH insta al Estado a actuar de la manera más ágil y expedita posible para realizar la entrega de la vivienda al señor Florentino Rojas.
8. En relación con la cláusula B del Laudo Arbitral, la Comisión queda a la espera de que el Estado proporcione los datos del punto focal encargado de la ejecución de la medida en la ciudad de Buenos Aires y Córdoba, así como al documento de cobertura en materia de salud del beneficiario. 
9. Por lo anterior, la CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido e insta al Estado a suministrar información sobre los puntos A y C del laudo arbitral.   

VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso:
· El Estado proporcionó una cobertura médica que abarca atención en todo el país, una silla de rueda y dos bastones;
· El Estado proporcionó una asistencia económica de forma vital y móvil;

· El Estado brindó una pensión mensual en beneficio de la víctima; 

· El Estado liquidó los honorarios por de litigio internacional a los peticionarios.
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 101/14
PETICIÓN 21/05
IGNACIO CARDOZO Y OTROS
(Argentina)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Ignacio Cardozo y otros
Peticionario (s): Daro A. Esquivel, María del Carmen Verdú, CORREPI, Manuel A. Cuevas
Estado: Argentina

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 101/14, publicado el 7 de noviembre de 2014 
Relatoría vinculada: Libertad de expresión
Temas: Uso de la fuerza letal/Protesta

Hechos: El caso se relaciona con los hechos ocurridos el 17 de diciembre de 1999, en el puente interprovincial que une las ciudades de Corrientes y Resistencia, durante un operativo en el cual las fuerzas armadas argentinas hicieron un uso desproporcionado de la fuerza en contra de los trabajadores que protestaban pacíficamente por la falta de pago de sus salarios. Resultado de lo anterior dos personas fallecieron y otras más resultaron heridas. Por lo anterior, los peticionarios sostuvieron que el Estado sería responsable de la violación de los derechos a la vida, integridad personal, libertad ambulatoria, garantías judiciales, libertad de expresión, derecho de reunión, libertad de asociación, derechos del niño y protección judicial, en relación con la obligación de respeto y garantía consagrados en los artículos 4, 5, 7, 8.1, 13, 15, 16, 19 y 25, respectivamente, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Según lo estipulado en el acuerdo alcanzado por las partes en este caso, el Estado asumió responsabilidad objetiva en el ámbito internacional en su calidad de Estado parte de la Convención y de conformidad con la normativa constitucional, y solicitó a la CIDH que se tengan por reconocidas las violaciones alegadas en los términos de la petición.
Derechos alegados: Los peticionarios alegaron que la República Argentina violó los artículos 4 (derecho a la vida), 5 (derecho a la integridad personal), 7 (derecho a la libertad de expresión), 8.1 (garantías judiciales), 13 (libertad de pensamiento y expresión), 15 (derecho de reunión),  16 (derecho de asociación), 19 (derechos del niño) y 25 (protección judicial). 


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes sobre el estado de cumplimiento del acuerdo de solución amistosa los días 3 de noviembre de 2015, 14 de septiembre de 2016 y 23 de julio de 2018.
2. El Estado proporcionó información los días 13 de noviembre de 2015 y 29 de octubre de 2018.
3. La parte peticionaria proporcionó información los días 19 de septiembre de 2016.
III. ANÁLISIS RELATIVA A INFORMACIÓN PROPORCIONADA
	Cláusulas del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	II, La responsabilidad internacional del Estado argentino
	Cláusula declarativa

	III. Medidas a adoptar

	a. Medidas de reparación pecuniarias
	
	

	1. Las partes convienen en constituir un Tribunal Arbitral “ad-hoc”, a efectos de que éste determine el monto de las reparaciones pecuniarias debidas a los peticionarios, conforme a los derechos cuya violación se ha tenido por reconocida, y de acuerdo con los estándares internacionales que sean aplicables.

2. El Tribunal estará Integrado por tres expertos independientes (sic), de reconocida versación en materia de derechos humanos y alta calidad moral, uno designado a propuesta de los peticionarios, el segundo a propuesta del Estado nacional y el tercero a propuesta de los dos expertos designados por las partes. El Tribunal deberá estar integrado, a más tardar, dentro de los 30 días siguientes a la adopción del informe previsto en el artículo 49 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

3. El procedimiento a aplicar será definido de común acuerdo entre las partes, de cuyo contenido se dejará constancia en un acta cuya copia se elevará a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. A tal efecto, las partes designarán un representante para participar en las deliberaciones sobre el procedimiento. A efectos de representar al Estado nacional, delégase en el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto (sic), y en el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, la designación de un funcionario del área con competencia en materia de derechos humanos de ambos Ministerios.

4. El laudo del tribunal arbitral será definitivo e irrecurrible. El mismo deberá contener el monto y la modalidad de las reparaciones pecuniarias acordadas, los beneficiarios de las mismas, y la determinación de las costas y honorarios que pudieran corresponder, tanto en el procedimiento llevado a cabo en el ámbito internacional como en la instancia arbitral, debiendo ser sometido a la evaluación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el marco del proceso de seguimiento del cumplimiento del acuerdo, con el objeto de verificar que el mismo se ajusta a los parámetros internacionales aplicables. Los montos reconocidos en el laudo serán inembargables y se encontraran exentos del pago de todo impuesto, contribución o tasa existente o por crearse.

5. Los peticionarios renuncian, de manera definitiva e irrevocable, a iniciar todo otro reclamo de naturaleza pecuniaria contra el Estado Nacional en relación con el presente caso.
	Parcial 2018
	El 13 de noviembre de 2015, el Estado informó que se encontraba a la espera de la designación del Presidente para la conformación del Tribunal Arbitral “Ad Hoc”, que determinará las reparaciones pecuniarias debidas a los peticionarios.
19 de septiembre de 2016, el peticionario indicó que el 13 de mayo de 2015 habría comunicado a la Coordinadora de Asuntos Jurídicos Internacionales, que no tiene ninguna objeción al Reglamento para el funcionamiento del Tribunal Arbitral y que estaría a la espera de una decisión.

El 29 de octubre de 2018, el Estado informó que las partes acordaron que los doctores Parrilli y Monterisi integrarían el Tribunal Ad Hoc y que los dos árbitros habrían designado como tercer árbitro al doctor Fabián Salvioli.
La parte peticionaria no presentó información actualizada en esta oportunidad.  

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial y así lo declara.

	b. Medidas de reparación no pecuniarias.

	1. El Gobierno de la República Argentina se compromete a dar a publicidad el presente acuerdo una vez que éste sea homologado por la Comisión interamericana de Derechos Humanos conforme lo dispuesto por el artículo 49 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en el "Boletín Oficial de la República Argentina", y en un diario de alcance nacional mediante una gacetilla de prensa, cuyo texto será consensuado previamente con los peticionarios.
	Pendiente
	Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa pendiente de cumplimiento.



	2. El Gobierno de la República Argentina se compromete a articular con las áreas correspondientes a los fines de dar impulso a la investigación penal, arbitrando los medios a su alcance para evitar que siga transcurriendo el tiempo, identificando y sancionando a los autores materiales e ideológicos de las muertes y lesiones.
	Pendiente
	Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa pendiente de cumplimiento.



	3. Sin perjuicio del trámite penal, el Gobierno de la República Argentina se compromete a impulsar las Investigaciones sumariales administrativas respecto de todos los intervinientes en el operativo(sic), incluyendo a quienes ya han tenido su retiro efectivo.
	Pendiente
	Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa pendiente de cumplimiento.



	4. El Gobierno de la República Argentina se compromete a articular con las áreas competentes a los fines de conformar un grupo de trabajo técnico a efectos de continuar con la realización de los estudios y diligencias necesarias para evaluar la situación socio ambiental y de salud de las víctimas y su núcleo familiar, que, de manera independiente y previa a las reparaciones pecuniarias, se provean soluciones concretas a sus necesidades materiales básicas y se garantice a las victimas el acceso a un adecuado control y atención de su salud física y mental.
	Pendiente
	Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa pendiente de cumplimiento.




IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. Por su parte, la parte peticionaria no presentó información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  

5. La CIDH considera que no hay información suficiente para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La Comisión observa que ha existido un mínimo avance en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en el último año por lo que insta a las partes a trabajar conjuntamente en el impulso del cumplimiento total del acuerdo de solución amistosa. La Comisión también insta a las partes a presentar información detallada sobre los avances en el cumplimiento de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. 
7. Por lo anterior, la CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra cumplido parcialmente.  

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 102/14
CASO 12.710
MARCOS GILBERTO CHAVES Y SANDRA BEATRÍZ CHAVES 
(Argentina)
I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Marcos Gilberto Chaves y Sandra Beatríz Chaves

Peticionario (s): Defensoría de la Nación, Sandra Beatriz Chaves y Martín Adolfo Diez
Estado: Argentina

Informe de Admisibilidad Nº: 66/09, publicado el 4 de agosto de 2009
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 102/14, publicado el 7 de noviembre de 2014
Relatoría vinculada: Personas Privadas de la Libertad/Derecho de las Mujeres
Temas: Tortura/Debido proceso penal

Hechos: El caso se refiere a las alegadas violaciones de los derechos  a las  garantías  judiciales,  protección a la honra, igualdad ante la ley y protección judicial, en relación con la obligación general de respeto  y garantía, consagrados en los artículos 8, 11, 24 y 25 respectivamente, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio del señor Marcos Gilberto Chaves y su hija, la señora Sandra Beatriz Chaves, quienes fueron condenados a prisión perpetua por el presunto homicidio del cónyuge de la señora Chaves.
Derechos declarados admisibles: La Comisión concluyó que era competente para conocer el presente caso y que la petición era admisible conforme a los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, en lo que respecta a las supuestas violaciones de los derechos reconocidos en los artículos 8 (Garantías Judiciales), 11 (Protección de la Honra y de la Dignidad), 24 (Igualdad ante la Ley) y 25 (Protección Judicial) en relación con las obligaciones generales consagradas en los artículos 1 y 2 de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH).


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes sobre el estado de cumplimiento del acuerdo de solución amistosa, los días 18 de agosto de 2017 y 23 de julio de 2018. 
2. El Estado proporcionó información los días 22 de noviembre de 2016, 5 de octubre de 2017, 23 de mayo de 2018 y 5 de noviembre de 2018.
3. La parte peticionaria proporcionó información los días 11 de octubre de 2016, 17 de octubre de 2017, 23 de julio de 2018, 26 de septiembre de 2018 y 14 de noviembre de 2018.
III. ANÁLISIS RELATIVA A INFORMACIÓN PROPORCIONADA
	Cláusulas del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	A. MEDIDAS DE ASISTENCIA HUMANITARIA

	1. El Gobierno de la Provincia de Salta mediante los Decretos N° 2.281 y 2.283, de fecha 4 de agosto de 2014, dispuso la conmutación de las penas privativas de libertad perpetuas impuestas a Sandra Beatriz Chaves y Marcos Gilberto Chaves, por  el término de las penas efectivamente cumplidas por los señores Chaves al momento del otorgamiento de la conmutación, implicando dicha disposición la inmediata recuperación de la libertad personal de los peticionarios, sin restricción de ninguna especie. Se adjunta copia certificada del referido Decreto como Anexo II.
	Total



	ANEXO I

Acta de Compromiso de Solución Amistosa

	II. Medidas de asistencia humanitaria

Conmutación de las penas dictadas contra Sandra Beatriz Chaves y Marcos Gilberto Chaves

	El Gobierno de la Provincia de Salta se compromete a impulsar las gestiones tendientes a otorgar la conmutación de las penas privativas  de  libertad perpetuas, impuestas a Sandra Beatriz Chaves y Marcos Gilberto Chaves con fecha 8 junio de 2001 por la Cámara Tercera en lo Criminal de la Provincia de Salta, por el término de las penas efectivamente cumplidas por los señores Chaves al momento del otorgamiento de la conmutación.
	Total


	II.
Dicha medida debería ser adoptada en el plazo máximo de quince (15) días hábiles judiciales, contados desde la suscripción del Acta de Acuerdo de Solución Amistosa de fecha 24 de julio de 2014,  e implicará que Sandra Beatriz Chaves y Marcos Gilberto Chaves recuperarán su libertad personal, sin restricciones de ninguna especie
	Total


	B. Medidas de reparación no pecuniarias

	B.1. Tratamiento psicológico y médico:

	Compromisos establecidos en el acuerdo de solución amistosa aprobado en el informe No. 102/14

	1.El Gobierno de la Provincia de Salta se comprometió a prestar en forma inmediata, de acuerdo con la normativa vigente y sujeto a la previa solicitud y conformidad de los beneficiarios, la asistencia psicológica y médica que fuese necesaria a favor de Marco Gilberto Chaves, Sandra Beatriz Chaves, y sus hijos Luz María y Marcos Nicolás González Chaves, conforme surge del punta III.B  del Acta de Compromiso de Solución Amistosa, incluida como Anexo I.
	Total 2018
	El 11 de octubre de 2016, la parte peticionaria señaló, en relación al tratamiento psicológico, que por iniciativa de las propias víctimas, ambos hijos de la señora Chaves se encuentran recibiendo tratamiento psicológico con profesionales especializados en forma privada.

El 14 de noviembre de 2018, la parte peticionaria indicó el cumplimiento de las medidas establecidas en el Acta de compromisos, e indicó que “en atención a la buena voluntad expresada por las partes a lo largo de este proceso y a los avances detallados precedentemente, la CIDH se encuentra en condiciones de declarar el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa y de dar por concluida su supervisión”.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.

	ANEXO I

Acta de Compromiso de Solución Amistosa

II. Medidas de asistencia humanitaria

Tratamiento médico y psicológico

	1) A efectos de facilitar la reinserción social de ambas personas, y puesta en evidencia su situación de vulnerabilidad y la de su grupo familiar cercano, el Gobierno de la Provincia de Salta asume el compromiso de prestar en forma inmediata, de acuerdo con la normativa vigente y sujeto a la previa solicitud y conformidad de los beneficiarios, la asistencia psicológica y médica que fuese necesaria en favor de la señora Sandra Beatriz Chaves, el señor Marcos Gilberto Chaves y de los hijos de aquella, Luz María y Marcos Nicolás González Chaves. Por lo tanto, el Estado brindará gratuitamente y de forma inmediata, el tratamiento médico y psicológico que, conforme a criterios médicos, todos ellos requieran. Los tratamientos deben ser provistos por el tiempo  que sea necesario, y deben incluir la provisión de medicamentos y en su  caso, de otros  recursos  que  estén  directamente  relacionados  con aquellos y que sean estrictamente necesarios.

2) Por su parte, el tratamiento psicológico o psiquiátrico debe brindarse por personal e instituciones estatales especializadas. En el caso de que el Gobierno de la Provincia de Salta careciera de ellas deberá recurrir a instituciones privadas o de la sociedad civil especializadas. AI proveer dicho tratamiento se deberán considerar, además, las circunstancias y necesidades particulares de cada beneficiario, de manera que se les brinden tratamientos familiares e individuales, según lo que se acuerde con cada uno de ellos, luego de una evaluación individual. Finalmente, el tratamiento se deberá brindar, en la medida de las posibilidades, en los centros más cercanos a su lugar de residencia.
	Total 2018
	En relación a Sandra Chaves: en 2016, los peticionarios informaron que mantiene suspendida desde fines de 2014 la asistencia psicológica brindada por el Centro y no la ha retomado. En este sentido, la parte peticionaria indicó que considera oportuno que la CIDH concluya la supervisión de esta medida respecto de Sandra Chaves. En relación al tratamiento médico, el peticionario indicó, que la señora Chaves cuenta con cobertura médica de la Obra Social del Poder Judicial de la Nación con motivo de su trabajo, e indicó que considera oportuno que la CIDH concluya la supervisión de esta medida respecto de Sandra Chaves.

En relación Marcos Nicolás y Luz María: El 11 de octubre de 2016, la parte peticionaria señaló que por iniciativa de las propias víctimas, ambos hijos de la señora Chaves se encontraban recibiendo tratamiento psicológico con profesionales especializados en forma privada. En relación a la cobertura de salud, solicitó información al Estado sobre el costo de afiliación de los hijos de la señora Chaves a su obra social, así como sobre las medidas que ha adoptado el Estado a fin de cumplir con esta medida.
El 14 de noviembre de 2018, la parte peticionaria indicó el cumplimiento de las medidas establecidas en el Acta de compromisos, e indicó que “en atención a la buena voluntad expresada por las partes a lo largo de este proceso y a los avances detallados precedentemente, la CIDH se encuentra en condiciones de declarar el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa y de dar por concluida su supervisión”.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.

	B.2. y B.3.  Capacitación y reinserción laboral:

	2.El Gobierno de la Provincia de Salta se comprometió a facilitar los medios para que Sandra Beatriz Chaves y sus hijos Luz María y Marcos Nicolás González Chaves, puedan recibir educación hasta la conclusión de sus estudios superiores, bien sean técnicos o universitarios, en los términos convenidos en el punto III.C.1 del Acta de Compromiso de Solución Amistosa, incluida como Anexo I.
	Total
	El 23 de julio de 2018, los peticionarios informaron que el 27 de septiembre de 2017, se designó mediante decisión administrativa No. 1825 del Ministerio de Jefatura de Gabinetes de Ministros de la Provincia de Salta a Luz María González Chaves, en el al cargo político Nivel 3, según lo acordado en el “Acta de Compromiso”, y desde el 2 de octubre de 2017, presta funciones en la Secretaría de Derechos Humanos y Justicia de la Provincia de Salta. 

En relación a Marcos Nicolás Gonzalez Chaves, informaron que la solicitud realizada el 19 de septiembre de 2017, en la cual requirieron que se  sustituyera lo establecido en el punto 1.1 del Acta de Compromiso por la asignación de un empleo, a modo de medida de inserción laboral capaz de garantizar la cobertura de salud del peticionario. Lo que se encuentra en trámite ante el gobierno provincial a través del Expediente No. 235-2471/2018-0, y de acuerdo a lo comunicado por las autoridades se encuentra pendiente de resolución. 

El 23 de mayo de 2018, el Ministerio de Gobierno, Derechos Humanos y Justicia informó que ha sido otorgado el subsidio necesario para cubrir los gastos de la obra social en beneficio de Marcos Nicolás Chaves. Adicionalmente, informó que la Defensoría General de la Nación, solicitó sustituir la medida prevista en el punto 1.2 del Acta de compromiso, la obtención de la licencia profesional de taxista por un empleo, debido a que ya obtuvo el título secundario, luego de la firma del acta de entendimiento. Adicionalmente, el Ministerio de Gobierno, Derechos Humanos y Justicia  informó que fue iniciado el expediente No. 235-2471/2018-0 mediante el cual se tramita el nuevo requerimiento de los peticionarios. 

El 26 de septiembre de 2018, los peticionarios informaron que desde el 2 de octubre de 2017, Luz María González Chaves presta servicio en el cargo político Nivel 3, según lo acordado. Respecto de Marcos Nicolás González Chaves, informaron que la Defensoría General solicitó en diciembre de 2017 que se evaluara la posibilidad de sustituir la medida acordad en el “Acta de Compromiso” de 19 de septiembre de 2017 por la asignación de un empleo. El 29 de agosto de 2018, mediante decisión administrativa N° 1023 del Ministerio de Gobierno, Derechos Humanos y Justicia, designó a Marcos González Chaves en el cargo de Administrativo Intermedio, del Agrupamiento Administrativo, Subgrupo 2, dependiente del Programa Secretaría Privada del Ministerio de Gobierno, Derechos Humanos y Justicia, por el término de cinco meses y que el mismo ya se encontraba trabajando.  Por lo anterior, reconociendo la buena voluntad del Estado, los peticionarios solicitaron a la CIDH que declarara el cumplimiento total del acuerdo de solución amistosa. 

El 5 de noviembre de 2018, el Estado reiteró  la información proporcionada con anterioridad e indicó que tanto Luz María González Chaves como Marcos Nicolás González Chaves se encuentran prestando servicio como agentes públicos, según las obligaciones asumidas por el Estado. Por todo lo anterior, el Estado consideró que el acuerdo de solución amistosa se encuentra cumplido totalmente y solicitó a la CIDH concluyera la supervisión del acuerdo de solución amistosa. 
El 14 de noviembre de 2018, la parte peticionaria indicó el cumplimiento de las medidas establecidas en el Acta de compromisos, e indicó que desde el 2 de octubre de 2017, Sandra Chaves presta funciones en la Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Derechos Humanos y Justicia de la Provincia de Salta. Por otro lado la parte peticionaria confirmó que desde el 29 de agosto de 2018, Marcos Nicolás González Chaves trabaja como Administrativo intermedio en el Programa de la Secretaría Privada del Ministerio de Gobierno, derechos Humanos y Justicia. Finalmente la parte peticionaria indicó que “en atención a la buena voluntad expresada por las partes a lo largo de este proceso y a los avances detallados precedentemente, la CIDH se encuentra en condiciones de declarar el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa y de dar por concluida su supervisión”.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.


	3. El Gobierno de la Provincia de Salta se comprometió a adoptar medidas efectivas de reinserción, particularmente en el ámbito laboral, respecto de Sandra Beatriz Chaves, conforme  surge  del  punta  III.C.2 del Acta  de  Compromiso  de  Solución  Amistosa, incluida como Anexo I.
	Total
	

	ANEXO I

Acta de Compromiso de Solución Amistosa

II. Medidas de asistencia humanitaria

C. Capacitación y medidas de reinserción laboral
	

	1)
El Gobierno de la Provincia de Salta y el representante de las presuntas víctimas acuerdan que el Estado Provincial facilitará los medios para que la señora Sandra Beatriz Chaves y sus hijos, Luz María  y Marcos Nicolás González Chaves, puedan recibir educación hasta la conclusión de sus estudios superiores, bien sean técnicos o universitarios. Los beneficiarios o sus representantes legales, disponen de un plazo de seis meses, contados a partir de la fecha de suscripción del presente acuerdo, para dar a conocer al Estado sus solicitudes de capacitaci6n o, en su caso,  becas de estudio, conforme a la oferta educativa de la Provincia.
	Total
2018
	

	2)
Asimismo, en lo que hace al caso individual de Sandra Beatriz Chaves, dejando aquí aclarado que Marcos Gilberto Chaves está jubilado en la actualidad, el Gobierno de la Provincia de Salta se compromete a adoptar medidas efectivas de reinserción, particularmente en lo laboral, en un lapso breve y conforme a sus necesidades. En tal sentido, el Gobierno de la Provincia de Salta se compromete a brindar asesoramiento  y acompañamiento profesional a la señora Sandra Beatriz Chaves, a los fines de que gestione ante el Ministerio de Ambiente y Producción Sustentable la obtención de un crédito para  pequeños emprendedores, conforme  al proyecto que defina Sandra Beatriz Chaves, correspondiente a la Línea de Desarrollo Productivo – Micro emprendimientos del Fondo Provincial de Inversión, conforme la normativa vigente y  por  hasta  un  monto  de cincuenta mil pesos ($ 50.000).
	Total
2018
	

	Anexo II. Acta de Compromiso para el cumplimiento de ASA del 19 de septiembre de 2017
	Total 2018
	

	Con relación a Marcos Nicolás Chaves:

· El Gobierno de la Provincia de Salta, a través de la Secretaría de Justicia del Ministerio de Derechos Humanos y Justicia le brindó asesoría Marcos González Chaves para obtener los requisitos necesarios para tramitar una licencia de conductor de taxis. Que a la fecha el mismo se encuentra a la espera del sorteo de los permisos. 

· La provincia de Salta se comprometió a asumir el costo de la obra social Galeno u otra de costo equivalente a favor de Marcos Nicolás Gonzalez Chaves, hasta que se obtenga un empleo formal y rentado, o se le otorgue la licencia de conductor profesional de taxis

· El gobierno de Salta se comprometió a designarla al cargo político Nivel 3, dependiente del Ministerio de Derechos Humanos y Justicia, durante el mínimo de un año, con una remuneración de $16.000 dieciséis mil pesos mensuales
	
	

	B.4.       Capacitación operadores de justicia y fuerzas de seguridad

	4. El Gobierno de la Provincia de Salta se comprometió a continuar implementando programas y cursos permanentes de capacitación sobre perspectiva de género en la administración de justicia y prohibición de discriminación, conforme surge del punto III.D del Acta de Compromiso de Solución Amistosa, incluida como Anexo I.
	Total

	 El 14 de noviembre de 2018, la parte peticionaria indicó  que podía darse por satisfecho el compromiso concerniente a las medidas de política pública y de capacitación de funcionarios asumidas en el acuerdo. Finalmente la parte peticionaria indicó que “en atención a la buena voluntad expresada por las partes a lo largo de este proceso y a los avances detallados precedentemente, la CIDH se encuentra en condiciones de declarar el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa y de dar por concluida su supervisión”.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
8. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. Ambas partes presentaron información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  

9. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018.
V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
10. En virtud de lo anterior y tomando en consideración la información suministrada por las partes, y en particular la indicación de la parte peticionaria de la satisfacción plena  sobre el cumplimiento de la totalidad de los compromisos asumidos en el acuerdo de solución amistosa y el acta de compromisos, la CIDH declara cumplido totalmente el acuerdo de solución amistosa y, en consecuencia, decide cerrar la supervisión del cumplimiento de este acuerdo de solución amistosa. 

VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso

· Conmutación de las penas privativas de libertad perpetuas impuestas a Sandra Beatriz Chaves y Marcos Gilberto Chaves;
· El Estado brindó asistencia psicológica y médica necesaria a favor de Marco Gilberto Chaves, Sandra Beatriz Chaves, y sus hijos Luz María y Marcos Nicolás González Chaves; 
· El Estado adoptó medidas efectivas de reinserción, particularmente en el ámbito laboral, respecto de Sandra Beatriz Chaves y Marcos González Chaves;
· El Estado brindó asesoría a Marcos González Chaves para obtener los requisitos necesarios para tramitar una licencia de conductor de taxis. Con posterioridad y a solicitud de la parte peticionaria, el Estado le otorgó el cargo de Administrativo Intermedio, del Agrupamiento Administrativo, Subgrupo 2, dependiente del Programa Secretaría Privada del Ministerio de Gobierno, Derechos Humanos y Justicia;
· El gobierno de Salta capacitó a Luz Maria González Chaves como mediadora comunitaria con un curso de formación y posteriormente asignó en el cargo político Nivel 3, dependiente del Ministerio de Derechos Humanos y Justicia, con una remuneración de $16.000 dieciséis mil pesos mensuales.
B. Resultados estructurales del caso

· A través de Decreto de Necesidad y Urgencia del Señor Gobernador de la Provincia de Salta No. 2.654/14, que adquirió carácter de Ley Provincial No. 7.857, se declaró la emergencia pública en materia social por violencia de género. Dicha declaración fue acompañada por la creación de 5 juzgados específicos de violencia familiar y de género. Adicionalmente, se agotó el concurso y designación de los jueces de violencia intrafamiliar y de género que se encuentran en funciones desde el 31 de agosto de 2015. En el mismo sentido se creó 1 cargo de fiscal penal; 5 cargos de defensores de violencia intrafamiliar y de género; y se creó la Unidad de Evaluación de Riesgo de Violencia de Genero en el ámbito del Ministerio Publico;
· Se inauguró un Hogar de Protección Temporal para mujeres víctimas de violencia y sus hijos menores, se implementó la entrega de botones de pánico y se elaboró un plan provincial para la prevención, abordaje y erradicación de la violencia de género, entre otras medidas;

· Se creó el Observatorio de Violencia contra mujeres a través de la Ley No. 7.863 para el diseño e implementación de políticas públicas tendientes a la prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres;

· El Ministerio de Justicia dictó cursos y talleres sobre perspectiva de género y violencia intrafamiliar y de género, destinados a fuerzas de seguridad provinciales, agentes de salud, docentes y público en general; desarrollándose dichas actividades en Salta y barrios aledaños, y en diversos municipios;

· Se suscribieron talleres de colaboración con instituciones vinculados a esa temática, entre los cuales destaca el Estado, el Convenio de Cooperación, Asistencia Técnica y Complementación suscrito con el Observatorio de Derechos Humanos de la Nación el 27 de abril de 2015. Dentro del marco de dicho convenio se realizó el Taller de Justicia en Perspectiva de Género y Trata de Personas con fines de explotación sexual, con la participación de agentes estatales y de la sociedad civil;

· Se realizaron 18 capacitaciones, de las cuales 14 tenían un componente de género. El total de las capacitaciones con componente de género incluyo a 1400 participantes de distintas agencias estatales como cuerpos de Policía Municipales, Profesionales de Centros de Salud Municipales, Cuerpos de Policía Provinciales, Cuerpos de Policía Federales, Gendarmería Nacional, Aeroportuaria, Oficina de Rescate y Acompañamiento de Víctimas de Trata de Personas, Periodistas, Estudiantes de Ciencias de la Comunicación, Personal de Servicio Penitenciario, Personal de los Juzgados de Familia, entre otras.
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 36/17
CASO 12.854
RICARDO JAVIER KAPLUN Y FAMILIA 
(Argentina)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Ricardo Javier Kaplun y familia
Peticionario (s): Comisión de Familiares de Víctimas Indefensas de la Violencia Social (COFAVI) y Moira Kaplun
Estado: Argentina
Informe de Admisibilidad Nº: 4/12, publicado el 19 de marzo de 2012
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 36/17, publicado el 21 de marzo de 2017 
Relatoría vinculada: Personas Privadas de Libertad
Temas: Personas privadas de la Libertad/Centros de detención/Condiciones de detención/Comisarías/Cuidado y Custodia/Investigación/ Sistema Penitenciario/Violencia policial
Hechos: Los peticionarios alegaron que el Estado argentino es responsable internacionalmente por la privación de la vida de Ricardo Javier Kaplun, a consecuencia de las diversas lesiones producidas por agentes policiales mientras estaba detenido, así como por la falta de investigación de los hechos. Los peticionarios alegaron que en la madrugada del 28 de noviembre de 2000, Ricardo Javier Kaplun y Alejandro Marcelo Alliano habrían tenido un altercado con sus vecinos, los cuales los habrían perseguido, junto con el agente policial Jorge Renato Gaumudi, hasta su domicilio donde habrían comenzado a golpearlo. Según los peticionarios, Juan María Kaplun, hermano de la víctima, denunció por teléfono los hechos a agentes policiales ubicados en la Comisaría No. 31 de la Policía Federal Argentina. Asimismo, alegaron que tres agentes policiales, Paula Mariana Ronsoni Rossi, Diego Javier García y el Subinspector Julio Alberto Soldani, arribaron al lugar de los hechos, donde este último inmovilizó a la víctima esposándolo. Afirmaron que la víctima le solicitó al Subinspector que lo llevara a un hospital debido al dolor intenso que sentía en la espalda. Los peticionarios alegaron que el 28 de noviembre de 2000, se habría anotado el ingreso de “NN” a la Comisaría No. 31 en el registro de guardia, cuya anotación correspondía al ingreso de Ricardo Javier Kaplun, de 45 años de edad en ese momento.
Derechos declarados admisibles: La Comisión concluyó que era competente para conocer el presente el caso y que la petición era admisible conforme a los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, en lo que respecta a las supuestas violaciones de los derechos reconocidos en los artículos 4 (Derecho a la Vida), 5 (Derecho a la Integridad Personal), 7 (derecho a la libertad de expresión),  8 (Garantías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) en relación con las obligaciones generales consagradas en los artículos 1 y 2 de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH).


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes sobre el estado de cumplimiento del acuerdo de solución amistosa el día 25 de julio de 2018.
2. El Estado proporcionó información los días 7 de mayo de 2017, 21 de septiembre de 2017, 20 de abril de 2018, 17 de octubre de 2018, 29 de octubre de 2018, 8 de noviembre de 2018 y 15 de noviembre de 2018.
3. La parte peticionaria proporcionó información los días 28 de abril de 2017, 22 de agosto de 2017, 18 de octubre de 2017, 18 de octubre de 2017, 5 de diciembre de 2017, 15 de diciembre de 2017, 24 de agosto de 2018, 14 de septiembre de 2018, 17 de octubre de 2018 y 14 de noviembre de 2018. 
4. La CIDH efectuó varias visitas a Argentina y sostuvo reuniones con las partes en el país en dos oportunidades, el 8 de mayo de 2014 y el 27 de agosto de 2015, las que fueron presididas por el Comisionado Paulo Vannuchi, Relator de la CIDH para el país. Con posterioridad a la firma del acuerdo de solución amistosa, el 28 de febrero de 2018 se realizó una reunión de trabajo en el marco del 167 Periodo Ordinario de Sesiones de la CIDH, con el acompañamiento de la Comisión. 
III. ANÁLISIS RELATIVA A INFORMACIÓN PROPORCIONADA
	Cláusulas del Acuerdo
	Nivel de Cumplimiento
	Información relevante proporcionada por las partes

	Responsabilidad Internacional: Estado argentino ha tomado la decisión de asumir responsabilidad internacional por los hechos denunciados en el Caso N° 12.854.
	Cláusula declarativa

	I. Medidas de reparación pecuniaria

	1. Las partes convienen en constituir un Tribunal Arbitral "ad-hoc", a efectos de que éste determine el monto de las reparaciones pecuniarias debidas a los peticionarios, conforme a los derechos cuya violación se ha tenido por reconocida, y de acuerdo con los estándares internacionales que sean aplicables.

2. El Tribunal estará integrado por tres expertos independientes, de reconocida versación en materia de derechos humanos y alta calidad moral, uno designado a propuesta de los peticionarios, el segundo a propuesta del Estado nacional y el tercero a propuesta de los dos expertos designados por las partes.

3. A efectos de integrar el Tribunal Arbitral las partes remitirán a la contraparte el currículo vitae del árbitro propuesto a efectos de que pueda formular las objeciones que considere corresponder de conformidad con los requisitos requeridos en el punto I. 2 del presente acuerdo.

4. En tanto y en cuanto las partes no hayan formulado objeciones a los árbitros propuestos respectivamente, el Tribunal deberá estar integrado, a más tardar, dentro de los 30 días siguientes a la adopción del informe previsto en el artículo 49 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

5. El procedimiento a aplicar por el Tribunal Arbitral, será definido de común acuerdo entre las partes.

6. El laudo del tribunal arbitral será definitivo e irrecurrible. El mismo deberá contener el monto y la modalidad de las reparaciones pecuniarias acordadas y los beneficiarios de las mismas, debiendo ser sometido a la evaluación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el marco del proceso de seguimiento del cumplimiento del acuerdo, con el objeto de verificar que el mismo se ajusta a los parámetros internacionales aplicables.

7. Las reparaciones pecuniarias fijadas en el laudo arbitral serán efectivizadas dentro del plazo y de acuerdo a las modalidades que el tribunal determine, de conformidad con los criterios establecidos en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

8. Los peticionarios renuncian, de manera definitiva e irrevocable, a iniciar todo otro reclamo de naturaleza pecuniaria contra el Estado Nacional en relación con el presente caso.
	Pendiente
	El 20 de abril de 2018, el Estado informó que a través de la nota No. 2017-10136554-APN-DNAJMDH#MJ se remitió a la “Dirección a su cargo” un proyecto de Reglamento de Tribunal Ad Hoc para que se realice la determinación de las reparaciones pecuniarias, que la misma se encuentra a consideración de los peticionarios con objeciones planteadas en reunión de trabajo mantenida en Cancillería en el mes de diciembre de 2017.

El 20 de abril de 2018, el Estado manifestó estar de acuerdo con que el árbitro designado por el Estado sea el Dr. Ricardo Domingo Monterisi. 

El 24 de agosto de 2018, la parte peticionaria indicó que los días 15 y 16 de septiembre de 2017, había enviado a la Dirección y a la Secretaría de Derechos Humanos y Pluralismo Cultural la designación del integrante del Tribunal Arbitral, sin que a la fecha se hubiere puesto en funcionamiento el mismo. 

El 17 de octubre de 2018,  la peticionaria informó que la constitución del Tribunal Arbitral "ad-hoc" se encontraba paralizada, debido a que el Estado no le proporciona la seguridad necesaria ante una eventual demanda de daños y perjuicios en su contra, por parte de los funcionarios estatales cuya actuación ha sido cuestionada por el proceso de solución amistosa. En ese sentido, la parte peticionaria ha indicado que es inconciliable  la posición del Estado ante la cláusula “J” del artículo sobre el contenido que deberá tener el laudo arbitral. El nuevo Código Civil y Comercial de la Nación estableció una nueva causal de inembargabilidad de los bienes que integran la garantía del acreedor (son los embargables): 
ARTICULO 744.-Bienes excluidos de la garantía común. Quedan excluidos de la garantía prevista en el artículo 743:
a)    las ropas y muebles de uso indispensable del deudor, de su cónyuge o conviviente, y de sus hijos;
b)     los instrumentos necesarios para el ejercicio personal de la profesión, arte u oficio del deudor;
c)     los sepulcros afectados a su destino, excepto que se reclame su precio de venta, construcción o reparación;
d)     los bienes afectados a cualquier religión reconocida por el Estado;
e)    los derechos de usufructo, uso y habitación, así como las servidumbres prediales, que sólo pueden ejecutarse en los términos de los artículos 2144, 2157 y 2178;
f)      las indemnizaciones que corresponden al deudor por daño moral y por daño material derivado de lesiones a su integridad psicofísica;
g)    la indemnización por alimentos que corresponde al cónyuge, al conviviente y a los hijos con derecho alimentario, en caso de homicidio;
h)    los demás bienes declarados inembargables o excluidos por otras leyes.
ARTICULO 743.-Bienes que constituyen la garantía. Los bienes presentes y futuros del deudor constituyen la garantía común de sus acreedores. El acreedor puede exigir la venta judicial de los bienes del deudor, pero sólo en la medida necesaria para satisfacer su crédito. Todos los acreedores pueden ejecutar estos bienes en posición igualitaria, excepto que exista una causa legal de preferencia.
Pienso que podríamos establecer en la letra “J” que el Tribunal Arbitral expresamente declarará a la reparación económica que establezca el Laudo Arbitral como una indemnización/reparación por daño moral y por daño material derivado de lesiones a su integridad psicofísica y por lo tanto excluida de la garantía común  de las víctimas por deudas anteriores o posteriores a ella.
El 29 de octubre el Estado recordó la existencia de obstáculos en la confección del Reglamento que regula la función del Tribunal Arbitral "ad-hoc", referente a la solicitud de la parte peticionaria de agregar una cláusula que establezca la inembargabilidad de los montos que determine el tribunal arbitral y que los mismos no sean susceptibles de ningún tipo de gravamen. Adicionalmente, indicó que el Poder Ejecutivo no tiene la facultad de establecer qué bienes son inembargables, ni el alcance que pueden tener los impuestos, debido a que es facultad exclusiva del Poder Legislativo. Por lo anteriormente expuesto, resaltó que no se podía agregar la cláusula solicitada en el reglamento del tribunal arbitral y solicitó los buenos oficios de la Comisión para destrabar la implementación de la medida.  
El 14 de noviembre de 2018, la parte peticionaria presentó documentación mediante la cual recordó que en casos anteriores el Estado ha establecido en el propio reglamento de constitución del tribunal "ad-hoc" la posibilidad de que se establezca la inembargabilidad y excepción impositiva sobre la indemnización determinada por el laudo arbitral. Adicionalmente, señaló que el motivo de este punto en el reglamento del tribunal es protegerlos frente a la eventualidad de una demanda de daños y perjuicios por parte de los funcionarios cuya actuación ha sido cuestionada por los peticionarios. Finalmente, solicitaron que la inclusión de la cláusula en el reglamento del tribunal "ad-hoc".
El 20 de noviembre de 2018, la Comisión trasladó a ambas partes su respuesta a la consulta realizada por el Estado el 29 de octubre de 2018, mediante la cual solicitó a la CIDH brindara sus buenos oficios para destrabar la implementación de de la medida relacionada con el funcionamiento del tribunal Ad Hoc. La Comisión valoró todos los elementos de información presentados por ambas partes durante el proceso de implementación del acuerdo de solución amistosa y decidió abstenerse de entrar a determinar o interpretar el contenido del laudo, de manera que sea el Tribunal Arbitral el que decida la controversia, según lo establecido en el acuerdo de solución amistosa. Asimismo, se decidió brindar a las partes los antecedentes sobre la materia a efectos de que estos sean puestos en conocimiento del Tribunal Arbitral para que tome su decisión.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa pendiente de cumplimiento. 

	II. Medidas de reparación no pecuniarias

	A. Las partes acuerdan la conformación de una Comisión integrada por un representante de la parte peticionaria y otro por el Estado, que informe sobre el desempeño que cupo a los funcionarios policiales, judiciales y Ministerio Público Fiscal, en relación a los hechos referenciados en el Caso y que surja de los expedientes administrativos y/o judiciales. Los costos que demande el funcionamiento de la referida Comisión serán solventados por el Gobierno de la República Argentina, quien además proporcionará espacio físico, materiales y equipamiento necesarios para la realización de la tarea encomendada. El trabajo de esta Comisión será presentado al Ministerio de Seguridad de la Nación, para la eventual revisión de los sumarios administrativos que cupo a los agentes policiales involucrados, como así también al Consejo de la Magistratura, a la Procuración General de la Nación, al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, al Gobierno de la Provincia de Buenos Aires y a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, según corresponda, para que en el ámbito de sus competencias adopten las medidas pertinentes.

Eventualmente se podrán notificar al RENAR (Registro Nacional de Armas) las referidas conclusiones las que además serán publicadas en el sitio web del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos por el lapso de 14 meses.
	Pendiente
	El 20 de abril de 2018, el Estado informó que la Dirección Nacional de Control de Integridad se encontraba en posesión de los sumarios y que se encontraba realizando una copia completa para remitirse a la CIDH. 

El 17 de octubre de 2018, la parte peticionaria informó que el 15 y 16 de septiembre de 2016, había notificado al Estado la persona designada por su parte para integrar al Comisión Investigadora e indicó que hasta la fecha no ha recibido información sobre el funcionamiento de la Comisión.
El 15 de noviembre de 2018, las partes sostuvieron una videoconferencia con la facilitación de la Comisión, en la cual indicaron que Comisión Investigadora no ha sido creada.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa pendiente de cumplimiento.


	B. El Estado Nacional pondrá una placa en la comisaría donde fue detenido Ricardo Javier Kaplun que contendrá los hechos del caso y el reconocimiento de responsabilidad internacional. El contenido de la placa será acordada entre las partes.
	Pendiente
	El 20 de abril de 2018, el Estado informó que luego de la transferencia de las Comisarías a la órbita de la Ciudad de Buenos Aires, se deberá articular con las autoridades y el Gobierno de la ciudad para señalar el contenido de la placa y los detalles del acto recordatorio. Adicionalmente, reiteró la información presentada en 2016 y agregó que se solicitó al Ministerio de Seguridad de la Nación que el presente punto del acuerdo sea puesto en conocimiento de la Comisión de Traspaso, a fin de articular las gestiones necesarias para su cumplimiento.

El 24 de junio de 2018 y 17 de octubre de 2018, la parte peticionaria recordó que en el mes de agosto de 2017 habría entregado a la Secretaría de Derechos Humanos y Diversidad Cultural de la Nación el texto que debía grabarse en la placa y que hasta la fecha no posee información sobre la respuesta que el Ministerio de Justicia y Seguridad del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires debía realizar al Gobierno Nacional.  

El 8 de noviembre de 2018, el Estado informó que se había resuelto el espacio para la instalación de la placa en la Comisaría Vecinal 14B y que su confección e instalación estaría a cargo del Estado. Adicionalmente, el Estado puso a consideración de la parte peticionaria la propuesta de texto que llevará la placa. 

El 15 de noviembre de 2018, las partes sostuvieron una videoconferencia con la facilitación de la Comisión, en la se indicó que la Comisión trasladaría para observaciones de la parte peticionaria la contrapropuesta del Estado sobre el contenido del texto de la placa. Posteriormente la peticionaria expresó su conformidad con el mismo. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa pendiente de cumplimiento.

	C. El Estado Nacional se hará cargo de las costas y costos que pudieran establecerse en los procesos judiciales referidos a la muerte de Ricardo Javier Kaplun donde -los Peticionarios ante la CIDH- tuvieron legitimación como querellantes y/o denunciantes.
	Pendiente
	Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.

	III. Medidas de no repetición

1. El Gobierno de la República Argentina se compromete a profundizar las actividades de capacitación para los oficiales, suboficiales y cadetes de las fuerzas federales de seguridad y, asimismo, para el personal médico y auxiliar que cumplan funciones en tales instituciones, que versarán sobre el cumplimiento de obligaciones asumidas internacionalmente, respecto de las reglas para el uso de la fuerza por parte del personal policial, en especial los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Públicos Encargados de Hacer Cumplir la Ley, adoptados por el Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, así como también sobre el tratamiento de los reclusos y principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión.

Los programas de capacitaciones referenciadas serán elaborados por el Ministerio de Seguridad de la Nación o la máxima autoridad política a cargo de la dirección del Sistema Nacional de Seguridad Interior, con la intervención de las áreas competentes en materia de Formación y Derechos Humanos. Asimismo se dictarán cursos de formación en Derechos Humanos a los integrantes del Cuerpo Médico Forense de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.
	Parcial 2018
	El 20 de abril de 2018, el Estado indicó que este punto se refiere puntualmente a los objetivos de la Formación Profesional Básica para Agentes de la Policía Federal, así como también a su currícula de formación. En este sentido, el Estado indicó que el objetivo de esta formación es fortalecer una educación profesional basada en el pleno respeto de los derechos humanos, el cuidado y protección de los derechos y las garantías constitucionales y la perspectiva de género. En la comunicación el Estado brindó información específica sobre la currícula de la Formación Profesional Básica para Agentes de la Policía Federal de Argentina. Sin embargo, el Estado No brindó información  sobre la capacitación a  personal médico y auxiliar, ni de cuándo se va a empezar a capacitar al personal de las Fuerzas Federales de Seguridad. 

El 24 de agosto de 2018, la parte peticionaria informó que la información brindada por el Estado era genérica y que no permitía observar avances sobre la medida que modificó la formación inicial y permanente para que los hechos no se vuelvan a repetir. Adicionalmente, indicó que no se informa sobre la revisión de protocolos, materiales o prácticas de actuación. 
El 17 de octubre de 2018, la parte peticionaria estimó que las capacitaciones de oficiales, suboficiales, cadetes, personal médico y auxiliar de las fuerzas de seguridad que le Estado ha informado con antelación, no permiten señalar un avance debido a que no se puede observar la revisión de los protocolos, materiales o prácticas de enseñanza sobre el uso de las fuerzas, ni de las prácticas de actuación. Adicionalmente, indicó que los contenidos informados ya eran obligatorios desde antes de la firma del acuerdo de solución amistosa. 
El 15 de noviembre de 2018, el Estado informó que mediante la Resolución 554 y 555 del año 2016 y sus correspondientes anexos, se establecieron los marcos conceptuales sobre los que se basan los contenidos de formación y se crearon los ejes transversales como punto del cumplimiento de la presente cláusula. Adicionalmente, presentó como anexo el Manual de Manejo de Armas de Fuego, Tiro y Equipamiento, el Manual de Defensa Policial. Dicha información fue trasladada a la parte peticionaria. 
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial y así lo declara.

	2. El Gobierno de la República Argentina se compromete a impulsar dentro de los 12 meses de homologado este acuerdo por la CIDH, reformas normativas ante las autoridades que fueren competentes de las siguiente iniciativas:

	1.1 Asuntos en materia de seguridad:

El Estado Nacional, a través del Ministerio de Seguridad de la Nación se compromete a:

	- Avanzar en la elaboración de un proyecto de ley para la regulación e implementación de una auditoria externa integral con la facultad de recibir denuncias e investigar posibles transgresiones al régimen disciplinario vigente por parte de los integrantes de las Fuerzas de Seguridad federales e impulsar las sanciones que correspondan según el caso en el ámbito administrativo.


	Parcial

2018
	El 26 de junio de 2017, el Estado indicó que se creó la “Dirección de Control de Integridad del Personal de las Fuerzas Policiales y de Seguridad”y dentro de ella la Dirección de Pruebas de Integridad, que tiene entre sus funciones asistir al Ministro de Seguridad en el análisis de las cuestiones vinculadas a la transparencia, legalidad, ejercicio de la ética, integridad y profesionalismo de los agentes de las Fuerzas Policiales y de Seguridad y analizar e intervenir en el relevamiento, de denuncias efectuadas por la ciudadanía.

En 2017, los peticionarios consideraron que no cumpliría con la obligación internacional asumida al firmar el acuerdo de Solución Amistosa homologado por la Comisión, que se refería expresamente a la facultad de recibir denuncias e investigar posibles transgresiones al régimen disciplinario, es por esto que entienden que el Estado Argentino deberá informar, al menos, en qué lugar físico funciona la misma.

El 20 de abril de 2018, el Estado amplió la información presentada con antelación sobre las competencias de la Dirección de Pruebas de Integridad y agregó que la misma posee funciones de control por lo que analizará y promoverá el dictado de normativa para jerarquizar sus funciones de control externo; que la Dirección es parte de una Comisión creada por la Resolución MS No. 307/16, que tiene por objeto reformar el régimen disciplinario de las Fuerzas Policiales y de Seguridad; que la Dirección se encuentra tramitando en el ámbito del Ministerio de Seguridad un Proyecto de Resolución que reglamentará el Procedimiento para los Ascensos del Personal de las Fuerzas Policiales y de Seguridad.

Adicionalmente, el Estado informó que la Dirección de Ejecución de Prueba de Integridad ha implementado una serie de políticas públicas con el objetivo de proveer y facilitar los mecanismos de para la realización de denuncias que involucren a personal de las Fuerzas Policiales y de Seguridad. Para ello destacó la creación de las siguientes direcciones, desde las cuales se analizan las medidas preventivas correctivas y punitivas correspondientes:

-  Dirección de Políticas de Género, 

· Dirección de Investigaciones Internas, 

· Dirección de Violencia Institucional, 

· Dirección de Diversidad y No Discriminación

· La existencia de la LINEA 0800-555-5065, canal telefónico institucional gratuito del Ministerio de Seguridad para la recepción de denuncias.

· “Junto a vos” (JUNTO A TI), mecanismo de denuncias creado por el Ministerio de Seguridad, el cual facilita la recepción de denuncias, sugerencias, reclamos y consultas en materia de seguridad. 

· Sistema de Protección Administrativa del Personal de las Fuerzas de Seguridad (SPAPFS), mecanismo que fortalece la tramitación y generación de denuncias que involucren personal de las Fuerzas Policiales y de Seguridad, mediante la implementación de un mecanismo administrativo que asegure al personal denunciante su correcto desarrollo profesional y ofrece un acompañamiento a las víctimas, denunciantes y testigos. A su vez mediante la Resolución MS 1014-E/2017, se amplía el alcance de este mecanismo y se brinda protección a los efectivos de las Fuerzas Públicas y de Seguridad que denuncien o sean testigos de actos de violencia institucional, tanto a personas ajenas a as fuerza, como a los propios efectivos. 

El 24 de agosto de 2018, la parte peticionaria indicó que en la información proporcionada por el Estado se podía observar una serie de medidas administrativas que buscan asistir al Ministro de Seguridad en acciones referidas a la integridad y disciplina. Resaltó que la mayoría de las medidas ya existían con anterioridad a la firma del acuerdo de solución amistosa. Por lo que indicó que no eran acciones concretas para la mejorar o rediseñar como proceso previo a la constitución legal de una Auditoría Integral de Control Externo. Adicionalmente, destacó que el Estado no describió los efectos de las medidas llevadas a cabo. 
Adicionalmente, la parte peticionaria señaló que las medidas mencionadas no cumplían con los requisitos mínimos de externalidad (independencia, idoneidad, transparencia de los procesos, participación, publicidad y acceso a la información). Igualmente, resaltó que las medidas mencionadas por el Estado no garantizaban el acceso a la información; la participación de los denunciantes o afectados; los criterios mínimos de imparcialidad, transparencia y defensa de los derechos de las víctimas y del investigado; y los integrantes de las instancias de control administrativo.  
El 17 de octubre de 2018, la parte peticionaria estimó que las regulaciones y medidas informadas por el Estado tienen básicamente la función de asistir al Ministro de Seguridad en acciones relativas a la integridad disciplinaria y que se pudieran tomar en cuenta para la elaboración de la ley sobre la auditoría externa. Por lo que señaló que el Estado de debería acreditar la realización de acciones concretas para el cumplimiento de lo acordado, no informar medidas relacionadas con dispositivos previamente  existentes sobre los que no se brinda mayor información. Adicionalmente, indicó que en relación a Programas nuevos como el Sistema de Protección Administrativa del Personal de la Fuerzas de Seguridad (SPAPFS), el Estado no describe ninguno de los efectos del mismo. Finalmente, indicó que Las normas mencionadas no son leyes ni decretos del Poder Ejecutivo Nacional, sino que son resoluciones ministeriales, sobre instituciones y procesos que de alguna forma ya existían al momento de la firma de la Solución Amistosa y el dictado del decreto.

El 15 de noviembre de 2018, el Estado informó sobre la implementación de políticas públicas de prevención y control para la conformación de una auditoría externa integral sobre las Fuerzas Policiales y de Seguridad. Adicionalmente, indicó que eran herramientas que no existían con antelación a la firma del acuerdo de solución amistosa.  Resaltó que la anterior Dirección de Ejecución de Pruebas de Integridad, ahora Dirección de Prevención de la Corrupción y Ejecución de Pruebas de Integridad había sido creada mediante resolución No. 255 del año 2016. Resaltó que dicha “Dirección tiene como responsabilidad primaria la de promover y ejecutar las políticas tendientes a asegurar la transparencia, integridad y relevar las pruebas de integridad correspondientes a las Fuerzas Policiales y de Seguridad Federales”. Igualmente mencionó las acciones que puede tomar la Dirección y presentó las estadísticas correspondientes a los años 2015, 2016 y 2017.
Informó que mediante la Decisión Administrativa 299 del año 2018 se estableció la Dirección de Investigaciones Internas, la Coordinación de Políticas de Género y no Discriminación y la Dirección de Violencia Institucional y explicó sus funciones, responsabilidades y las acciones que pueden tomar las mismas. 

En relación con la línea 134, el Estado informó que era un “canal eficiente de comunicación abierto a toda la ciudadanía para denunciar delitos de interés federal de forma anónima, tiene el objetivo de facilitar la comunicación para todas las personas que puedan aportar información sobre delitos federales en territorio argentino”. Asimismo, agregó que la línea telefónica se encontraba auditada y controlada por auditores internos y externos. Resaltó que mediante la Resolución 561 del año 2016, se creó el Sistema de Protección Administrativa del Personal de las Fuerzas de Seguridad, indicó sus funciones, directivas y temáticas.  Finalmente, mencionó que mediante la Decisión Administrativa N°299 del año 2018 se estableció la Coordinación de Acceso a la Información Pública y resaltó sus principales funciones. Finalmente, invitó a coordinar una reunión con la parte peticionaria y la Dirección de Prevención de la Corrupción y Ejecución de Pruebas de Integridad, según lo conversado en la reunión de trabajo de Bogotá. 
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial y así lo declara.

	- Adecuar los espacios de detención previstos en las Comisarías para el alojamiento transitorio de detenidos en espera de ser trasladadas a sede judicial o en espera de su liberación definitiva, de forma que cumplan con los estándares internacionales en la materia, instalando en ellos circuitos cerrados de video vigilancia en la guardia interna y la zona de acceso a los calabozos, desafectando paulatinamente de la tarea de alojamiento transitorio de detenidas/os a aquellas dependencias que no puedan cumplir con dichas condiciones.
	Pendiente

	El Estado informó que mediante acta de fecha 22 de abril de 2016 la Ciudad ha manifestado su voluntad de dar continuidad al proceso de licitación ya convocado tendiente a asegurar la vigilancia electrónica de la totalidad de las salas de detención. Respecto de las salas de detención de las fuerzas federales en todo el país, se ha culminado el proceso de relevamiento y se encuentran en etapa de análisis para determinar las reformas necesarias e impulsar los procesos de contratación pertinentes. 

Los peticionarios manifestaron su preocupación toda vez que consideran que la intención de las autoridades es instalar cámaras de vigilancia dentro de los espacios de detenciones, en las celdas donde son alojadas las personas privadas de libertad, lo que consideran que es una intromisión en la privacidad de las personas privadas de libertad en comisarías que no fue solicitada por los peticionarios ni tampoco acordada en la Solución Amistosa homologada.

El 20 de abril de 2018, el Estado reiteró la información presentada en abril de 2018 y resaltó que en relación a las salas de detención de las fuerzas federales en todo el país, que se culminó el proceso de relevantamiento y se encuentran en etapa de análisis para determinar las reformas necesarias e impulsar los procesos de contratación pertinentes. 
El 17 de octubre de 2018, la peticionaria indicó que no poseía información actualizada sobre las actividades realizadas por el Estado para dar cumplimiento a este punto. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa pendiente de cumplimiento.

	-Impulsar reformas que aseguren que no se brinde patrocinio jurídico institucional al personal de las Fuerzas de Seguridad Federales, que se encuentre acusado judicialmente por graves violaciones a los derechos humanos.
	Pendiente
	La parte peticionaria reclamó la falta de voluntad del Estado en este sentido, ya que se debería avanzar en la obligación y se asegurar una adecuada reglamentación en materia del patrocinio jurídico gratuito al personal de las Fuerzas de Seguridad Federales que se encuentren acusados judicialmente por graves violaciones a los derechos humanos.

El 20 de abril de 2018, el Estado informó que ha solicitado informes a las fuerzas sobre los casos actuales en patrocinio, para poder diseñar una reforma normativa. Indicó además, que se proyecta una resolución ministerial que establezca límites y mecanismos de control del patrocinio jurídico gratuito, para modificar la situación con la mayor antelación posible.

El 24 de agosto de 2018, la peticionaria informó que a la fecha no tenía ninguna información sobre las gestiones realizadas por el Estado obtener la resolución ministerial. Lo cual reiteró e; 17 de octubre de 2018. 
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa pendiente de cumplimiento.

	IV. Otras medidas

	En virtud del actual estado de las causas que tramitaron ante el Poder Judicial, el Gobierno Nacional se compromete a solicitar la opinión del Ministerio Público Fiscal a los fines de que este organismo indique si es posible reabrir la investigación y el oportuno juzgamiento de los agentes policiales y demás funcionarios implicados en el presente caso.

Para el caso de que fuera factible la reapertura del/los procesos, el Estado, por intermedio del organismo que corresponda, se compromete a impulsar la investigación y oportuna sanción los autores, partícipes y encubridores de la muerte de Ricardo Javier Kaplun.
	Pendiente
	El 26 de junio de 2017, el Estado indicó que la Procuraduría, mediante Resolución N° 783/17, resolvió designar al titular de la Procuraduría de Violencia Institucional para que intervenga como coadyuvante con el Fiscal a cargo de la Fiscalía N°29. El 20 de abril de 2018, el Estado reiteró esta información sin agregar ningún avance. 

El 17 de octubre de 2018, la parte peticionaria recordó que el Ministerio Público Fiscal había presentado un recurso de revisión ante la Cámara Nacional de Casación, el que fue rechazado y que ante ello, se había presentado un Recurso Extraordinario ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, que aún no había sido resuelto. En  relación con el Ministerio Público Fiscal recordaron que en diciembre del año 2013, habrían presentado una solicitud de investigación de la actuación del el señor Fiscal interviniente en la causa 3647 que se tramitaba ante el Tribunal Oral en lo Criminal N° 28, ya que la misma finalizó por prescripción. Habiendo transcurrido casi cinco (5) años el sumario administrativo no se ha resuelto.
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que este extremo del acuerdo continúa pendiente de cumplimiento.

	V. Publicidad

El Gobierno de la República Argentina se compromete a dar a publicidad al presente Acuerdo en dos diarios de circulación nacional a satisfacción de los peticionarios.
	Total 2018
	El 20 de abril de 2018, el Estado informó que se efectuaron las dos publicaciones en el periódico La Nación y Página 12, el día 19 de septiembre de 2017, conforme al texto propuesto por los Peticionarios. Adicionalmente, remitió copia de las publicaciones. 
El 17 de octubre de 2018, la parte peticionaria estimó que la publicación del acuerdo de solución amistosa se había realizado efectivamente. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
5. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. Ambas partes presentaron información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  Al mismo tiempo, es de indicar que la Comisión tomó en consideración la información presentada por ambas partes en la reunión de trabajo sostenida el 2 de octubre de 2018.

6. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018.

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
7. Tomando en consideración la información suministrada por el Estado argentino, así como la confirmación recibida de la parte peticionaria, la CIDH declara que la cláusula V, relacionada con la publicidad del acuerdo de solución amistosa, se ha cumplido la totalmente. 
8. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en el último año, e insta a las partes a trabajar conjuntamente en la definición de fórmulas que permitan medir e impulsar el cumplimiento total del acuerdo de solución amistosa. 
9. Por lo anterior, la CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido e insta al Estado a realizar todas las gestiones necesarias para avanzar en el cumplimiento de lo acordado. 
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso

· El Estado realizó la publicación del acuerdo de solución amistosa en dos diarios de circulación nacional a satisfacción de los peticionarios, según lo acordado. 
� Ver CIDH, Informe Anual 2004, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones de la CIDH, párr. 61- 63. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/annualrep/2004sp/cap.3d.htm" �http://www.cidh.oas.org/annualrep/2004sp/cap.3d.htm� 


� Ver CIDH, Informe Anual 2005, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones de la CIDH, párr. 51 -57. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/annualrep/2005sp/cap.3c.htm" �http://www.cidh.oas.org/annualrep/2005sp/cap.3c.htm� 


� Ver CIDH, Informe Anual 2013, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones de la CIDH, párr. 73. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2013/docs-es/InformeAnual-Cap2-D.pdf" �http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2013/docs-es/InformeAnual-Cap2-D.pdf�


� El artículo 17, contiene una cláusula de indemnidad. Dicha cláusula establecía que el Estado Nacional asume la obligación de mantener indemne a los miembros de la Comisión de la Verdad frente a cualquier tipo de reclamo del que pudieran ser objeto en razón de las funciones asignadas. Por su parte, en la reunión el Estado confirmó que existía un desafío en la conformación de la Comisión de la Verdad, relacionado con uno de los artículos de reglamento que se refiere a la inmunidad por las funciones que se cumplan los miembros de la Comisión; y explicó que de conformidad con el ordenamiento jurídico argentino el único instrumento por medio del cual se podría garantizar esa inmunidad sería una ley. Como resultados de la reunión, las partes se comprometieron a celebrar una reunión sobre el reglamento para explorar fórmulas alternativas.


� Ver CIDH, Informe Anual 2013, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones de la CIDH, párr. 87 - 104. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2013/docs-es/InformeAnual-Cap2-D.pdf" �http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2013/docs-es/InformeAnual-Cap2-D.pdf� 


� Al respecto ver, Cadena 3, El Estado pagará 337.000 dólares a la familia Giovanelli. Publicación de fecha 29 de abril de 2013. Disponible en: � HYPERLINK "https://www.cadena3.com/noticias/sociedad/estado-pagara-337000-dolares-familia-giovanelli_46772" �https://www.cadena3.com/noticias/sociedad/estado-pagara-337000-dolares-familia-giovanelli_46772� 


� Ver CIDH, Informe Anual 2012, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones de la CIDH, párr. 105-117. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2012/indice.asp" �http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2012/indice.asp�  


� Ver CIDH, Informe Anual 2013, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones de la CIDH, párr. 141-150. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2013/docs-es/InformeAnual-Cap2-D.pdf" �http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2013/docs-es/InformeAnual-Cap2-D.pdf�


� CIDH, Informe No. 17/10, Caso 12.536, Solución Amistosa, Raquel Natalia Lagunas y Sergio Sorbellini, Argentina. 16 de marzo de 2010. 


� CIDH, Informe No. 17/10, Caso 12.536, Solución Amistosa, Raquel Natalia Lagunas y Sergio Sorbellini, Argentina. 16 de marzo de 2010.


� Ver CIDH, Informe Anual 2013, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones de la CIDH, párr. 165-173. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2011/indice.asp" �http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2011/indice.asp� 


� CIDH, Informe 160/10, Petición 242-03. Solución Amistosa. Inocencia Luca de Pegoraro y otros. Argentina. Aprobado el 1 de noviembre de 2010.


� CIDH, Informe 160/10, Petición 242-03. Solución Amistosa. Inocencia Luca de Pegoraro y otros. Argentina. Aprobado el 1 de noviembre de 2010.


� CIDH, Informe 160/10, Petición 242-03. Solución Amistosa. Inocencia Luca de Pegoraro y otros. Argentina. Aprobado el 1 de noviembre de 2010.


� CIDH, Informe Anual 2016, Capítulo III, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones de la CIDH, párrs. 172 – 193 Disponible en:  � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2016/docs/InformeAnual2016cap2Dseguimiento-es.pdf" �http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2016/docs/InformeAnual2016cap2Dseguimiento-es.pdf�


� CIDH, Informe 160/10, Petición 242-03. Solución Amistosa. Inocencia Luca de Pegoraro y otros. Argentina. Aprobado el 1 de noviembre de 2010.


� Ver CIDH, Informe Anual 2016, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones  y Soluciones Amistosas en casos individuales,  párr. 172-193. Disponible en:  � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2016/docs/InformeAnual2016cap2Dseguimiento-es.pdf" �http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2016/docs/InformeAnual2016cap2Dseguimiento-es.pdf�


� Ver CIDH, Informe Anual 2017, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones  y Soluciones Amistosas en casos individuales,  párrs. 203-231. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" �http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf� 


� Ver CIDH, Informe Anual 2017, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones  y Soluciones Amistosas en casos individuales,  párrs. 203-231. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" �http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf�


� Ver CIDH, Informe Anual 2017, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones  y Soluciones Amistosas en casos individuales,  párrs. 203-231. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" �http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf�


� Ver CIDH, Informe Anual 2017, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones  y Soluciones Amistosas en casos individuales,  párrs. 203-231. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" �http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf�


� Ver CIDH, Informe Anual 2017, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones  y Soluciones Amistosas en casos individuales,  párrs. 203-231. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" �http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf�


� Ver CIDH, Informe Anual 2017, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones  y Soluciones Amistosas en casos individuales,  párrs. 203-231. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" �http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf�


� Ver CIDH, Informe Anual 2012, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones  y Soluciones Amistosas en casos individuales,  párrs. 209 - 215. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2012/indice.asp" �http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2012/indice.asp�


� Ver CIDH, Informe Anual 2017, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones  y Soluciones Amistosas en casos individuales,  párrs. 270 - 278. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" �http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf�


� Ver CIDH, Informe Anual 2016, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones  y Soluciones Amistosas en casos individuales,  párrs. 284 - 306. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2016/docs/InformeAnual2016cap2Dseguimiento-es.pdf" �http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2016/docs/InformeAnual2016cap2Dseguimiento-es.pdf�


� Ver CIDH, Informe Anual 2016, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones  y Soluciones Amistosas en casos individuales,  párrs. 284 - 306. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2016/docs/InformeAnual2016cap2Dseguimiento-es.pdf" �http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2016/docs/InformeAnual2016cap2Dseguimiento-es.pdf�


� Ver CIDH, Informe Anual 2016, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones  y Soluciones Amistosas en casos individuales,  párrs. 284 - 306. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2016/docs/InformeAnual2016cap2Dseguimiento-es.pdf" �http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2016/docs/InformeAnual2016cap2Dseguimiento-es.pdf�





� Ver CIDH, Informe Anual 2016, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones  y Soluciones Amistosas en casos individuales,  párrs. 284 - 306. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2016/docs/InformeAnual2016cap2Dseguimiento-es.pdf" �http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2016/docs/InformeAnual2016cap2Dseguimiento-es.pdf�
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